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ABSTRACT

La Policía colombiana ha vivido cambios y reformas en la última década que se juzgaron en su momento trascendentales. No obstante, las reformas a esta Policía han resultado inocuas ya que se basaron en dos supuestos que resultaron ser a la larga infundadas. Se pensó en su momento que mayores controles de los civiles sobre la Policía y un cambio hacia una Policía más civil y menos de carácter militar, le daría un vuelco positivo a la Institución. Las reformas de la Policía colombiana fracasaron porque no tocaron la organización en su interior con sus vicios, cortocircuitos y cultura. Tampoco la lucha contra la corrupción fue eficaz y los controles externos establecidos para tal efecto, igualmente resultaron ineficaces. A pesar de ello, la Policía inició un proceso de modernización adoptando estrategias propias del New Public Management como la noción de “cliente”, la evaluación por resultados, el aplanamiento de la estructura organizacional, la planeación estratégica y la formación en temas gerenciales. Estas transformaciones han marchado a velocidades diferentes. En buena medida, la modernización emprendida a partir de estas herramientas de gestión empresarial no han logrado los resultados esperados por una resistencia al cambio de la alta y media oficialidad y por una cultura organizacional muy enfocada a cumplir requerimientos y procedimientos burocráticos. Adicionalmente, la Nueva Gestión Pública no ha sido bien entendida y no ha resultado una política fundamental para el conjunto de la Institución. A pesar de estos intentos de modernización, la Policía colombiana no ha podido salir de su marasmo institucional y generar confianza entre el ciudadano común. Los escándalos de corrupción y los señalamientos reiterados sobre ineficiencia han mermado la imagen de la Policía.









INTRODUCCIÓN





A lo largo de última década, el sector público ha adoptado prácticas gerenciales del sector privado para hacer más eficaz y eficientes sus organizaciones y sus políticas. Estas prácticas “empresariales” reagrupadas bajo el vocablo Nueva Gestión Pública (en inglés New Public Management NPM) han modificado sustancialmente diferentes frentes del sector público en los países desarrollados en la prestación de servicios públicos, las oficinas de ayuda social y empleo o la gestión de las ciudades, entre muchos otros (Osborne y Gaebler 1992).



En este mismo sentido, los organismos e instituciones encargados de la seguridad y la defensa en estos países han experimentado también transformaciones fundamentales buscando mejorar su gestión. Los Ministerios de Defensa, los organismos de Inteligencia y la Policía en diferentes partes del mundo han adoptado estrategias de Nueva Gestión dirigidas esencialmente a transformar la organización. 



El propósito de este escrito es analizar los resultados de este tipo de reformas y transformaciones en el caso específico de la Policía colombiana, haciendo referencia a las tendencias más recientes de modernización implementadas por diferentes Policías en el mundo. Especial énfasis se hará en la adopción de las estrategias propias de la Nueva Gestión Pública (New Public Management) y su impacto real en la eficiencia de la Institución colombiana.



La Policía colombiana en su interior no ha sido analizada con detenimiento. No se conocen los problemas organizacionales que la aquejan y que entorpecen o impulsan su labor. En especial, existe una falta sentida por estudiar la forma como actúa y labora el recurso humano y cómo los actores que componen la institución se interrelacionan e interactúan poniendo en entredicho, a veces, los objetivos de la misma organización.



Entre otras cosas, no se ha establecido un diagnóstico sobre la forma como se desarrolla el trabajo, la cultura de la organización o la interacción de los diferentes actores que la componen con sus intereses y objetivos muy particulares. 



Esta dimensión de la Policía no ha sido analizada, en la medida en que los estudios anteriores han entendido que el conjunto de reformas es más un problema de relación entre instituciones y no un desafío de gestión interna en donde prevalecen los factores organizacionales con sus rediseños en recursos humanos o la calidad de los procesos que estos adelantan. Así visto, lo que sucede al interior de la organización (”la caja negra”) y el avance en cuanto a gestión eficiente han sido temas generalmente desestimados en la literatura especializada. La dinámica organizacional interna y sus cortocircuitos, así como el accionar de los funcionarios de diferentes niveles de la Policía necesita estudiarse.



Por esta razón hemos querido observar las reformas de la Policía colombiana desde una perspectiva más cercana a la gestión pública para iniciar así algunos análisis que logren alimentar en parte la escasa investigación que existe sobre el tema. Para ello, en primer lugar, daremos cuenta de las estrategias más recientes de lucha contra la inseguridad y el nuevo rol que juegan las Policías en este nuevo marco de referencia. Entendiendo este nuevo perfil, nos será posible abordar la forma como las Policías de los países desarrollados han adoptado estrategias gerenciales para alcanzar estándares de calidad que les permitan asumir mejor el nuevo rol que les ha correspondido en las más recientes estrategias de seguridad.



En segundo lugar, se discutirá la pertinencia y los resultados de las reformas de la Policía colombiana, a lo largo de la última década, haciendo un análisis de los pilares en los cuales reposa la reforma de 1993. Posteriormente, serán analizados los resultados de la implementación de la Nueva Gestión Pública por la Policía de Colombia.





I. El New Public Management en las policías del mundo

Si bien en Colombia no existe una producción intelectual de gran envergadura en este tema, en la literatura internacional se hace cada vez más referencia a la modernización de la Policía, especialmente en lo que tiene que ver con el nuevo rol que juega esta dentro de las más recientes estrategias y políticas públicas en contra de la inseguridad. Una vez establecido el nuevo papel de la Policía, de manera concordante se hace la transformación interna de la organización para hacerla más eficiente. Un tratamiento más pormenorizado del recurso humano y su importancia para alcanzar niveles de eficiencia es recurrente especialmente en los países en donde se ha acogido plenamente los preceptos del New Public Management como Estados Unidos, Gran Bretaña o Australia (Loveday 1999 : 213-231). Particular énfasis se hace en la adopción de estrategias gerenciales por parte de la Policía como el liderazgo, el control por resultados de los funcionarios o el trabajo en equipo.



1.1. Tendencias más recientes frente al fenómeno de inseguridad : la Policía es una rueda más en el engranaje de la seguridad interna 

Durante la última década, la tendencia en términos de seguridad interna ha sido concebir la Policía como un actor más entre tantos otros que pueden intervenir positivamente en la disminución de los índices delincuenciales. La Policía no es más la única que debe velar por la prevención y la disminución de los factores que inciden en la inseguridad. En este sentido, la asociación de organizaciones privadas, vecinos de barrio, comerciantes, entidades públicas, justicia, entre otros, junto con la Policía  se hacen mutuamente responsables en esta tarea. Los  mecanismos de beat meeting y problem solving implementados en Estados Unidos ilustran bien las bondades de esta nueva estrategia que logra hacer de la comunidad un muro de contención contra la delincuencia o la violencia.



En otras ocasiones, la Policía se reúne con otras entidades del Estado para mejorar el entorno social. Los Contratos Locales de Seguridad (CLS) en Francia, por ejemplo, son una muestra clara de estas tentativas -lamentablemente no siempre eficaces- para poner a jugar a todos los actores del sector público concernidos por el tema de la seguridad. En ellos participan las principales autoridades de la región, las oficinas del Estado y algunos ciudadanos para precisar actividades de prevención y generar compromisos reales que obligan a las partes firmantes. Este tipo de acuerdos invitan a todos a poner de su parte en la solución del problema.



Si bien el rol de la Policía parece apuntar hacia un rol preventivo y compartido con otros actores, resulta claro que existen concepciones diferentes sobre la forma como deben implantarse estos mecanismos y medios de prevención que se aproximan a concepciones casi médico-biológicas.



1.1.1. El modelo “inmunológico” americano�

En Estados Unidos se ha implementado la estrategia llamada Policy community que actúa como una vacuna que aumenta las capacidades de resistencia de la sociedad frente a unos males claramente identificados (Donzelot y Wyvekens 2002 : 70). Esta perspectiva parte del principio de que para tener seguridad, la Policía debe ocuparse de las “pequeñas cosas”. Por ejemplo la degradación física de un lugar por mínima que esta sea, puede llevar a aumentar la delincuencia en la zona.



El modelo “inmunológico” busca centrarse entonces en el sentimiento de inseguridad que puede ser al mismo tiempo un fenómeno en si mismo pero también una causa de la delincuencia. De ahí surge la famosa teoría de “los vidrios rotos” que puede ayudar a mejor entender este doble rol del sentimiento de inseguridad. Un vidrio roto no reparado en un barrio señala que los vecinos se están retirando de allí porque su calidad de vida se ha deteriorado ostensiblemente por la delincuencia ; al mismo tiempo, el vidrio roto refleja que el barrio está desprovisto de cualquier control y, por lo tanto, a la merced de los delincuentes (Ibid. : 45). La degradación del lugar es una invitación a las fechorías. De manera interesante, se señala que ya no es la delincuencia la que genera los sentimientos de inseguridad sino estos últimos son los que finalmente aumentan la delincuencia cuando se dejan al garete los lugares y los pequeños elementos cotidianos de la vida de un barrio. 



Esta concepción hace que el rol de la Policía sea el de reforzar los mecanismos de autocontrol de la colectividad (Silverman 1999). Si la gente abandona su entorno está lanzando señales inequívocas de su vulnerabilidad.  La Policía busca organizarlos entonces y dejar que los mismos vecinos se apersonen de una parte, no sólo de su seguridad, sino del barrio con su mantenimiento y su infraestructura. Esta estrategia surgió en un momento álgido para la Policía frente a una crisis de legitimad y el aumento de los índices delincuenciales en los años 80 y 90. En este aspecto, la ciudad Chicago ilustra bien este nuevo rol atribuido a la Policía con la implementación de dos estrategias . Beat meeting y problem solving. 



De un lado, los beat meeting son reuniones de la Policía con la comunidad en donde se establece una relación fuerte entre la policía y los habitantes para responder a la degradación del espacio y al abandono de los controles. Igualmente, se trata de elevar la calidad de vida del barrio con todas las particularidades propias de cada sector. Por ejemplo, la Policía de Chicago procedió a una reorganización del territorio de acción de las unidades, recortando los distritos de manera más reducida para que los policías allí asignados lograran desarrollar una sensibilidad mayor para poder identificar los retos y preocupaciones del sector. De los 25 distritos de la ciudad se propusieron 279 porciones (beats), cada una de aproximadamente 9000 habitantes. En estas porciones, semanalmente se reúnen los habitantes del sector y los uniformados en un lugar convencional del barrio como una iglesia o una escuela bajo la intermediación de un facilitador civil, figura que fue creada después de que las primeras reuniones resultaran algo acaloradas. Los beat meeting se dividen en dos etapas : old y new business.



En los old business (asuntos viejos) se hace revisión de los problemas señalados por los habitantes en la reunión anterior y se da cuenta de las acciones emprendidas para corregirse o la evolución que han tenido. En este tipo de reuniones no solo son tratados problemas netamente delincuenciales sino asuntos de deterioro, degradación, incivilidades o contravenciones. Por ejemplo, un hidrante con escape, un césped que no ha sido cortado, la venta de drogas junto a uno de los colegios del sector, un vecino ruidoso, entre otros aspectos. La Policía da cuenta de lo que se ha hecho y cómo se ha procedido .



En los new business (asuntos nuevos) los vecinos son invitados a señalar los nuevos problemas que perturban el barrio. Esta formula de los beat meeting ha sido altamente exitosa porque permite al mismo tiempo resolver problemas acuciantes para la comunidad,   dar una imagen positiva de la Institución y permitir un control (accountability) de la ciudadanía sobre su policía. Los policías no se sustraen al cuestionamiento de los vecinos y permiten que las inquietudes sean formuladas incluso las más rocambolescas.�



De otro lado, la práctica del problem solving pretende que la Policía y la comunidad, de manera mancomunada, identifiquen y resuelvan los problemas. Aunque se podría pensar que esta práctica es natural a la implantación de las policías de proximidad o comunitarias, su originalidad reside en que no se consideran los problemas de manera aislada para una intervención policial igualmente aislada sino que se agrupan para determinar si unas infracciones o unos actos delictivos responden a causas comunes. En este sentido, siempre se hace una análisis detenido sobre tres elementos concomitantes : el autor del delito, la víctima y el lugar donde se cometió: Solo atacando las aristas de este triángulo será posible hacer descender los niveles delincuenciales porque se limitarán los escenarios potenciales para la comisión de delitos. De aquí se deduce que la sola actuación de la Policía no es suficiente para contrarrestar el delito. Bien puede la Policía aprehender un delincuente pero si, por ejemplo, no se hace intervención en el abandono del sector, la falta de alumbrado público o la indolencia de los vecinos, al delincuente arrestado le seguirán otros que delinquirán.



Por esta razón, la concepción “inmunológica” americana hace un llamado a la comunidad para formar un bloque y cerrar filas interviniendo directamente en la vigilancia. De aquí han surgido varios mecanismos ejercidos por los vecinos de barrio como el block watching (vigilancia recíproca de los inmuebles) ; los stand ups (rondas de vecinos en horas y lugares sensibles) ; los positive loitering (paseos nocturnos para recuperar zonas) y los court advocacy (acompañamiento de los vecinos en los momentos de denuncia o juzgamiento de un delincuente).Los vecinos toman entonces un papel fundamental y la Policía sirve simplemente de facilitadota: 



1.1.2. El modelo “profiláctico” francés

El modelo francés, si bien es igualmente preventivo que el americano, su preocupación no es combatir el mal sino impedir su surgimiento. Se parte del principio de que el delito es una situación de “desocialización”�. Para este tipo de modelos la represión cuesta caro y por ello se observa con aprensión el modelo americano. Para los franceses, involucrar a los ciudadanos en labores propias de la Policía más allá de la simple denuncia o la delación lleva a que el modelo americano se desvíe peligrosamente hacia la formación de organizaciones casi paramilitares. 



Para el modelo francés, tampoco la prevención  resulta definitiva y exitosa en la medida en que conlleva los mismos defectos de escogencia pública que la represión, es decir, la relación costo-beneficio no es atractiva para el Estado. Resulta igualmente oneroso en términos presupuestales reprimir que prevenir. Por esta razón, el modelo “profiláctico” francés se basa en la solidaridad.



Para alcanzar esta solidaridad, las diferentes entidades del Estado aúnan esfuerzos para reducir las causas profundas que producen el malestar en los individuos, el sentimiento de abandono, el riesgo de desviaciones e incivilidades, etc. En pocas palabras, se busca mejorar el  marco de vida haciendo que las instituciones del Estado, en mutuo apoyo, intervengan en los sitios más difíciles para mejorar la calidad y condiciones de vida de quienes allí habitan.� Por ejemplo, el sector educativo puede mejorar la formación cívica de los niños ; la Justicia no debe dejar sin respuesta las denuncias ; las agencias de vivienda deben propender por gestionar las casas sociales de manera que se reduzca el nomadismo de los jóvenes y su no integración ; la Policía debe  recibir de manera más atenta las quejas en las estaciones, etc.(Ibid.54-67)



En los famosos Contratos Locales de Seguridad franceses, las entidades del Estado acuerdan y, resulta extraño, que participe directamente la ciudadanía. (Sina 2002) En Francia sólo son invitados a las reuniones aquellos vecinos que hayan demostrado un cierto liderazgo en la materia. En Estados Unidos, por el contrario, los ciudadanos que hubiesen llamado a poner una queja o a denunciar en el 311 son invitados al beat meeting. La lógica es claramente diferente. En el modelo “profiláctico” francés, la Policía no busca apoyarse en la comunidad como lo hace el modelo americano, pero más bien restaurar los vínculos sociales. El modelo es “profiláctico” en la medida en que preserva de la enfermedad. En este contexto, el Estado tiene un rol bastante anterior a la prevención del crimen en la medida en que trata de ir al nacimiento mismo del problema social para que no logre surgir el delito. En otras palabras, las agencias del Estado actúan de manera coordinada para contrarrestar los problemas sociales mucho antes de que se vuelvan el germen de la delincuencia y evitar que se deba posteriormente prevenir o, en última instancia, reprimir. En definitiva, en la estrategia “inmunológica” americana la solidaridad es un combate mientras que en el modelo “profiláctico” francés es una cuestión de Estado (Donzelot y Wyvekens Op.cit.). . 



1.1.3. El modelo de los “hábitos saludables”

Este tercer modelo pretende generar hábitos que limiten la posibilidad  de que un individuo pueda cometer un acto violento. Siguiendo la analogía médica, así como un paciente con problemas de tensión arterial debe cuidar su alimentación y dejar de fumar para evitar un ataque, de la misma manera, el modelo de los “hábitos saludables” señala que se deben restringir ciertos comportamientos que pueden ser dañinos para la convivencia social.



Este modelo parte del principio de que la delincuencia y los actos violentos son catalizados por factores externos que no siempre serían asociados con un acto delictivo. Sin embargo, estos factores unidos pueden inducir el delito o lo hacen crecer exponencialmente. El modelo busca restringir entonces comportamientos considerados accesorios pero que pueden generar conductas delictivas. 



Por ejemplo, en la ciudad de Bogotá, se comprobó que el consumo de alcohol unido al porte de armas eran factores de riesgo que aumentaban las probabilidades de ocurrencia de actos delictivos. Por ello, antes que atacar la delincuencia directamente, este modelo busca limitar esas conductas que a simple vista no se encuentran por fuera la ley e, incluso, son ampliamente aceptadas por la sociedad pero que sumadas llevan a cometer actor delictivos. En esta medida, por ejemplo, se restringe el porte de armas los fines de semana cuando hay más propensión a consumir alcohol en fiestas o se establece el cierre de bares y discotecas a horas más tempranas para que el consumo excesivo de alcohol no conlleve desbordamientos.



En este mismo sentido, la agresividad del ciudadano, ocasionada por el estrés acumulado en las grandes urbes, busca paliarse a través de políticas de mediación de los conflictos entre vecinos, jueces de paz y llamados a desarmar los espíritus. Hay entonces una responsabilidad individual y de autocontrol pero creando frenos menores en las actividades cotidianas de los individuos. Se piensa que una prohibición total puede generar un efecto indeseado de rechazo y, por ende, una incitación a transgredir la prohibición. Por esta razón, la política de los “hábitos saludables” no prohíbe de manera draconiana pero simplemente limita, concientiza y sensibiliza. Este modelo ha demostrado ser altamente efectivo en Bogotá donde los índices de violencia han descendido ostensiblemente a partir de los últimos 6 años.



Este modelo resulta más apropiado para países en desarrollo, como quiera que los modelos “inmunológico” y “profiláctico” -anteriormente descritos- resultan una carga económica considerable para los particulares o el Estado. 



El rol de la Policía en este modelo es de controlador de las contravenciones menores como el no cierre de la discoteca a la hora estipulada por la autoridad. La Policía es igualmente mediadora en pequeños conflictos entre vecinos y busca generar ciertos hábitos de convivencia en la comunidad. De esta manera, su rol se vuelve más importante no como aparato de represión sino como una especie de alerta temprana ejerciendo un control ex ante.





 1.2. Procesos de modernización en el mundo : la Policía adopta el New Public Management (Nueva Gestión Pública)



Las nuevas estrategias de lucha para contrarrestar la inseguridad -arriba descritas-, no son suficientes si la Policía no se adapta a ellas. La Policía no solo debe interpretar a sus nuevos socios sino que debe modernizar su labor y su organización. Por ello, la tendencia actual es que se adopten formas de gestión empresarial para hacer mejor y de manera eficiente estas nuevas tareas de “partnership”.



Hoy por hoy, la aplicación de medidas para evaluar la gestión es algo ya ampliamente aceptado en diferentes Policías del mundo. La Policía en el Reino Unido,  por ejemplo, inició una vasta transformación pasando de una noción de “administration” a una de “management” que involucraba formas de gestión propias del sector privado pero aplicadas al sector público.� 



Uno de los primeros elementos instaurados ha sido una evaluación individual y real del desempeño de los policías con la adopción de contratos a término fijo.� En algunas policías del mundo, aunque se ha abandonado la idea de establecer una remuneración como consecuencia de la performance (PRP)� individual, entre los superiores jerárquicos se ha mantenido la idea de evaluar el desempeño para contrarrestar el misterio que constituía muchas veces el trabajo de terreno de los policías (Faivre 1993). Se instaura entonces una comparación en términos de eficiencia entre unidades de la misma fuerza que fueran similares en condiciones socio económicas y demográficas. La Comisión de Auditoría Pública, en Gran Bretaña, anualmente establece los resultados del desempeño por unidad que son de fácil consulta para todas las autoridades de policía. No obstante, mientras los gobiernos conservadores realizaron recortes de presupuesto importantes en diferentes sectores, la Policía no fue afectada y, por el contrario, contó con un aumento de presupuesto que se vio reflejado en un incremento en efectivos (15000). Los gastos aumentaron en 15 años de 1,1 millardos de libras a 6,6.



Otra tendencia de las primeras reformas ha sido aplanar la estructura organizacional para reducir la burocracia jerárquica. Varios rangos son eliminados para facilitar la comunicación interna entre niveles y racionalizar el trabajo. En parte se suprimen varios niveles medios y altos de la estructura organizacional. En Gran Bretaña y Francia, por ejemplo, los superintendentes y los inspectores jefes fueron eliminados para hacer más ágil la organización.



La policía se ha modernizado adoptando revisiones periódicas sobre su eficiencia y desarrollo y proponiendo nuevos sistemas de manejo del recurso humano. Los presupuestos  y el aspecto financiero reflejan cada vez más las necesidades de las localidades y de los proveedores del servicio policial más cercanos a la comunidad. En este sentido, en la planificación estratégica ha intervenido la comunidad, identificando prioridades e intereses. Con base en grupos focales y consultas periódicas a los vecinos se ha podido ligar el proceso de formulación de políticas policiales locales con el presupuesto y la planificación estratégica. El sondeo periódico ha permitido tener una idea clara de la imagen de la Policía lo que ha permitido establecer estrategias de marketing público.



La modernización también ha tenido su lugar en el control de la policía con base en comisiones de auditoria externas y el monitoreo de sus acciones. No sólo el control se ha establecido con la contratación de empresas externas sino que se han subcontratado (outsourcing) otras tantas para actividades no propias del rol policial como el mantenimiento de vehículos o la alimentación en las estaciones. 

 

Las reformas más importantes de Nueva Gestión Pública implantadas en la Policía en el mundo han puesto a jugar un conjunto concomitante de elementos como la gestión por resultados abandonando lo procedimental ; una definición a priori de los métodos de control y evaluación ; la participación creciente del recurso humano de todo nivel en las decisiones ; la adopción de las nociones de “cliente” y “calidad del servicio” ; la reestructuración de la organización aligerando las jerarquías ; la racionalización de los costos ; la utilización de indicadores de gestión y, por último, la descentralización en términos de outsourcing.





II. LOS MITOS DE LAS REFORMAS EN LA POLICÍA COLOMBIANA



La Policía colombiana no ha sido ajena a las experiencias de modernización de algunos países desarrollados como Estados Unidos, Francia, España, Gran Bretaña o Japón. En algunos casos ha asimilado algunas políticas de acercamiento con la comunidad como la creación de la Policía Comunitaria, los CAI o los Frentes de Locales de Seguridad. No obstante, las grandes reformas de la última década han sido más que todo enfocadas a esbozar o acentuar un perfil particular y establecer unos controles. Estas reformas han tenido un matiz bastante jurídico y procedimental. Estas reformas distan mucho de un gran cambio organizacional con una transformación radical de viejos patrones culturales por formas avanzadas de gestión empresarial.



La literatura y los estudios existentes sobre los procesos de modernización de la Policía colombiana se han centrado especialmente en el análisis del rol que desarrolla la institución así como la misión y función que esta debería tener. En cuanto al primer factor, una buena parte de los estudios señala la necesidad de reforzar su carácter civil desmilitarizando la institución para hacerla más democrática (Leal 1993 : 209-212).

 

En cuanto a la función de la Policía, el debate se ha centrado en determinar el carácter de los cuerpos de seguridad en torno a un énfasis en prevención o represión (Brewer et.al. 1988). En este sentido, la propuesta de modernización para la Policía se ha interpretado como una redefinición de sus funciones buscando prevenir las contravenciones o generar la convivencia pacífica de los ciudadanos (Camacho 1994 : 65-69). 



En ambos planteamientos se piensa que las diferentes reformas de la Policía deben tener como base la participación de la ciudadanía y la existencia de controles civiles a las acciones de la institución (Gaitán 1997 : 59-65). Por esta razón, se ha señalado que la Policía más que un cuerpo de tipo militar debe propender por ser una institución civil más cercana al ciudadano.



Sin embargo, según pudimos apreciar anteriormente las nuevas tendencias de la Policía en el mundo ya no reflejan este debate prevención-represión sino más bien se centran en los conceptos solidaridad-asociación. En buena medida las reformas más importantes de la Policía en Colombia se han basado sobre unos supuestos o mitos que no han permitido una transformación real de sus estructuras y su savoir-faire.





2.1.	El primer mito de las reformas : un mayor control de los civiles sería el inicio de los procesos de modernización de la Policía colombiana



En Colombia, la Constitución de 1991 no transformó sustancialmente la fuerza pública ; sin embargo, las administraciones Gaviria Trujillo (1990-1994), Samper Pizano (1994-1998) y Pastrana Arango (1998-2002) adelantaron una reorganización del Ministerio de Defensa, incluyendo las Fuerzas Armadas y la Policía. La mayoría de estas reformas fueron dirigidas a establecer controles directos de los civiles hacia los militares, profesionalizar las Fuerzas del orden y aumentar el presupuesto para el sector.



De manera específica, la Policía Nacional fue objeto de una reforma importante en el año de 1993 y se realizaron transformaciones subsecuentes que buscaron un acercamiento de la Policía con la ciudadanía, creando la Policía Comunitaria y los frentes de seguridad (1999)�. La reforma de 1993 se dirigió esencialmente a implantar organismos de control de las acciones de la Policía con la conformación de la Superintendecia de Vigilancia y el Comisionado de la Policía. Igualmente, propendió por una especialización creciente de las ramas policiales. En definitiva, esta reforma pretendió introducir controles civiles a la Institución pero no entró a modificar la dinámica de organización en su interior en aspectos tales como el trabajo en equipo, la relación superior jerárquico-subordinado, el clima organizacional, el cumplimiento de los procedimientos y tareas, entre otros.



En el marco de este control civil, la reforma establecía que los gobernadores y alcaldes fueran las primeras autoridades de policía en municipios y departamentos subordinando a los comandantes policiales a sus órdenes. 



Tras una década, la reforma del 93 ha demostrado su total fracaso. El Comisionado de Policía si bien fue creado y ejerció durante algunos años, desapareció en términos prácticos al tener un rol inocuo con un control precario sobre la Policía. No solamente sus acciones fueron irrelevantes sino que su equipo de trabajo respondió más a intereses políticos de cuotas burocráticas.



En lo relativo al control de las autoridades locales elegidas popularmente sobre la Policía, este nunca se llevó a cabo. La subordinación sólo ha sido aparente y las reuniones que se establecen son más que todo informativas y de buenas relaciones públicas entre instituciones. La dirección real de la Policía en cada departamento depende del comandante asignado en su momento. Aunque alcaldes y gobernadores son autoridades de policía, la eficiencia y objetivos de la Policía en cada Departamento y Municipio dependen del comandante asignado y, en este punto, su personalidad y sentido común hacen que la labor de la Policía sea más o menos eficaz.



Finalmente, los casos de corrupción y degradación que fueron el acicate para adelantar la reforma de 1993, no han cedido y la Institución se encuentra señalada por escándalos como el enriquecimiento ilícito de algunos de sus miembros, la venta de toneladas de cocaína incautada a los narcotraficantes y el despilfarro de los dineros provenientes del Plan Colombia.(Véase el documento Olga Illera en este panel)



En definitiva, un supuesto control civil no determinó cambios importantes en la actividad policial y mucho menos debió ser la columna vertebral de un proceso de modernización. Claramente esta propuesta respondía a una tendencia del momento inspirada de otras experiencias en el hemisferio, pero debió ser acompañada por estrategias de cambio e intervención organizacional. 



2.2 El Segundo mito : la Policía debería perder su perfil militar para poder modernizarse



Uno de los aspectos fundamentales que se ha debatido sobre la reforma de la Policía colombiana ha sido el fortalecimiento de su carácter cívico y no militar, buscando una dirección civil y eventualmente su inclusión en el Ministerio del Interior.



Las propuestas de reforma de la Policía colombiana se han enfocado a eliminar el carácter militar que ha sido una constante desde su creación a finales del siglo XIX. Desde aquella época, la Policía colombiana ha tenido un perfil cercano a una institución militar. El comisario francés Marcelino Gilibert, quien fundó la Policía colombiana, había hecho buena parte de sus carrera como teniente del ejército de su país. Una vez en Colombia reprodujo estas experiencias no solo como comisario de la ciudad de Lille sino como antiguo militar y fue este bagaje  el que imprimió a esta policía colombiana en ciernes.



Posteriormente, la Policía pasó a depender del Ministerio de Guerra por disposición del Presidente Rafael Reyes (1904-1909). Sin embrago, volvió a hacer parte del Ministerio de Gobierno entre 1909 y 1953. De esta manera, la Policía actuó supuestamente como un organismo dependiente de un ministerio dirigido por civiles y políticos. A pesar de ello, en 1936, la misión chilena que fue contratada por el Gobierno colombiano para reformar la Policía, propuso la conveniencia de hacerla más militar y profesional. En 1943, la Policía evidenció el fracaso de estas propuestas y, aunque se intentó compensar la excesiva militarización promoviendo tareas netamente civiles, el corolario fue subordinar estas actividades al visto bueno de la oficialidad militar (Torres 179-181).�



Durante las décadas de los 30 y 40, la Policía fue politizada a favor de uno u otro de los partidos tradicionales cuando se encontraban en el poder. La Policía fue un instrumento de represión del establecimiento según este estuviera en manos del partido Conservador o del Liberal. Los jefes políticos locales manipularon a la Policía en sus regiones para adelantar el proselitismo político o perseguir a sus contendores. Incluso, el asesinato del líder popular liberal, Jorge Eliécer Gaitán, el 9 de abril de 1948, fue atribuido inicialmente a la Policía. Paradójicamente, la revuelta que sucedió al asesinato -el famoso “Bogotazo”- llevó a que buena parte de la Policía se replegara en las estaciones para evitar posibles linchamientos pero al mismo tiempo hizo que una parte importante de los policías pertenecientes al partido liberal se sublevara contra el gobierno conservador igualmente señalado por los manifestantes como asesino del caudillo. Tras estos hechos, el gobierno conservador, una vez superado el levantamiento, se propuso “conservatizar” a la Policía expulsando de sus filas a los uniformados liberales y reclutando miembros del partido conservador en lejanas veredas ultra conservadoras. En esa medida, la Policía fue asociada con los hechos luctuosos de la Violencia en Colombia, especialmente durante el gobierno conservador de Laureano Gómez (1950-1953)



Durante esta época la Policía colombiana estuvo fraccionada y fundada en lealtades políticas locales. Las Policías departamentales eran cuerpos que gozaban de relativa autonomía frente al poder central con una alta injerencia de los jefes políticos locales. La Policía continuó dependiente de la dirección del Ejército aunque este último siempre guardó distancia para no ser identificado con las adscripciones partidistas que habían hecho mella en la imagen y las actuaciones de la Policía (Torres Op.cit. : 181-182).



Desde aquella época, cualquier intento por descentralizar la Policía colombiana, poniendo en manos de los alcaldes elegidos popularmente el mando de las unidades, como sucede en diferentes países con la llamada "policía municipal", ha resultado siempre un elemento indeseado por la Institución. Incluso, las propuestas descentralizadoras de Sir Douglas Gordon, contratado por la administración Ospina Pérez (1946-1950), no fueron tenidas en cuenta por la amenaza que representaba atomizar la Policía dejándola a la merced de los intereses de los grupos políticos. 



Por los antecedentes de la época de Violencia, la Policía se ha mantenido fuertemente centralizada y sin injerencia directa de autoridades locales. Hoy por hoy, la Policía se ha mostrado reluctante a la posibilidad de tener un Director civil a pesar del control creciente de los civiles en los temas de seguridad durante la última década. A lo anterior se suma que el carácter militar que siempre la ha caracterizado se reforzó, durante los años 50, cuando pasó a estar subordinada al Comando General de las Fuerzas Armadas  según disposición del gobierno de facto del General Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957). De esta manera, se buscaba que hiciera parte del Ministerio de Guerra para eliminar el matiz partidista. Hoy por hoy, la Policía colombiana sigue adscrita al Ministerio de Defensa y su jerarquía mantiene un gradación similar al estamento militar. 



En este orden de hechos, la reforma de 1993, buscó eliminar el rasgo militar en la Policía. Según Leal (1993 : 183), esta reforma fue “especialmente cuidadosa en la formulación de los objetivos centrales de la Policía para diferenciarlos de los militares. Además (fue) explícita al señalar que la Policía es un cuerpo armado de naturaleza civil”.



Buena parte de la reforma giró sobre este aspecto quizás influida por el diagnóstico de un grupo de intelectuales que habían trabajado tradicionalmente bajo una visión sociológica de relaciones entre civiles y militares, dejando de lado otras disciplinas como el campo organizacional o la administración pública y privada.



No obstante, este tema fundamental sobre el carácter cívico de la Policía en la reforma de 1993 se ha constituido en un falso problema en la medida en que este cuerpo en Colombia guarda unas características particulares que no permiten una clara diferenciación con la actividad militar. La Policía colombiana debe enfrentarse a una guerrilla que posee armamento pesado y explosivos pero que, adicionalmente, tuvo por objetivo bélico, a lo largo de la última década, las estaciones policiales en pequeños pueblos colombianos. Esta misma guerrilla, que puede tener algunas inspiraciones políticas, ha desarrollado una actividad delincuencial mafiosa alrededor del tráfico de drogas, el secuestro y la extorsión, delitos que tradicionalmente en otros países no son combatidos por las Fuerzas Armadas sino por la Policía. Al mismo tiempo, esta misma guerrilla ataca las instituciones legalmente establecidas y, de esta manera, entran a ser combatidas por las Fuerzas militares cuya misión es proteger dichas instituciones democráticas.



En pocas palabras, la Policía colombiana se enfrenta a actores ilegales que no tienen las características clásicas de delincuencia común u organizada de otros países. La ambivalencia de estos actores impide que se pueda pensar en una modernización de la Policía colombiana para un contexto de país desarrollado sin conflicto interno ni poderosas mafias del narcotráfico.



Adicionalmente, otras Policías en el mundo han tendido hacia un perfil más militar para enfrentar bandas multinacionales cada vez mejor armadas y organizadas. Sumado a lo anterior, la amenaza a la seguridad interna por el terrorismo ha planteado nuevos retos a la Policía tradicional en todo el mundo. Si la Defensa era una tarea considerada para las Fuerzas Armadas ; a partir del 11 de septiembre, las Policías del mundo han debido adaptarse mejor a los nuevos riesgos de la seguridad interna provenientes del terrorismo. La aparición de grupos comando con armamento pesado y secciones de intervención tipo militar han transformado ciertos niveles policiales del mundo.



Igualmente, algunas policías han tenido tradicionalmente un ascendiente militar sin que esto sea visto de forma negativa. Por ejemplo, en Francia, la Gendarmería ha sido un cuerpo de militares, adscrito al Ministerio de Defensa que comparte labores con la Policía nacional francesa que depende del Primer Ministro y del Ministerio del Interior. Incluso, algunos cuerpos de bomberos como los de París y Marsella están conformados exclusivamente por militares.



En Colombia, se creyó que un perfil más civil de la Policía la haría más cercana al ciudadano con un rol más preventivo que punitivo y alejada de excesos como corrupción o violación de derechos humanos.� La gran reforma de 1993 no pasó de ser una moda sociológica de la época que pensaba que eliminando el perfil militar de la Policía se allanaba el camino para su modernización. En nada se tocaron sus estructuras organizacionales y mucho menos la cultura. Como resultado, la reforma, en lo que ha quedado, ha supuesto un cúmulo de procedimientos y manuales de acción que han diluido lo esencial frente a lo superficial. El formalismo sigue prevaleciendo sobre la tarea cumplida eficientemente.



La mal llamada reforma de la policía colombiana del año 93 tuvo poco impacto a pesar del enorme esfuerzo de diagnóstico en el cual participaron expertos en el tema de seguridad y representantes de los cuerpos colegiados y los gremios. La reforma buscaba darle un segundo aliento a la Institución en momentos en los cuales se le endilgaban problemas de corrupción y degradación moral. Sin embargo, buena parte de la reforma resultó ser excesivamente normativa y procedimental y atacó muy tangencialmente el problema organizacional. 





III. LA NUEVA GESTIÓN PÚBLICA EN LA POLICÍA COLOMBIANA  �



No obstante, han existido algunos intentos por entender la reorganización interna de la Policía Nacional especialmente en su estructura orgánica, subrayando los bloqueos internos al acceso a la información y al cumplimiento de las tareas con su consecuente desestímulo sobre el personal. Estos estudios analizan la precaria organización de la Policía señalando que la ineficiencia de la institución se debe en buena medida a una distorsión de la de las prioridades en las funciones, privilegiando tareas de menor relevancia en detrimento de otras más importantes (Torres 1993 : 190-192). 



Algunos estudios realizados como consultorías proponen una primera aproximación en este sentido. Específicamente, se puede reseñar el estudio realizado por la Universidad de Los Andes y la Unesco, contratado por la misma Policía y que da cuenta especialmente de las actitudes que tienen los funcionarios de la institución frente a los problemas de corrupción. El estudio resulta relevante en la medida en que busca describir y analizar el juego de actores y la relación de lealtades y padrinazgos que se reproducen frente a actos ilícitos. Lamentablemente, el estudio sólo se circunscribe a las actividades punibles pero no observa el trabajo cotidiano de los funcionarios y la manera como se interrelacionan en labores de equipo, para alcanzar objetivos y estándares de eficiencia. En el mismo sentido, vale la pena reseñar los estudios de Gallup y del Centro Nacional de Consultoría que buscan medir la imagen que tienen, de ellos mismos, los diferentes niveles jerárquicos de la Policía y que impiden un buen desempeño especialmente en lo atinente a desarrollar una cultura de servicio.





3.1. La “Transformación cultural” y la resistencia al cambio 



La iniciativa de modernización institucional que se inició a mediados de la década de los 90 para intentar cambiar las formas de gestión de la Policía ha sido mucho menos conocida. Este proceso que llevó el nombre de “Transformación cultural” pretendió en su momento implantar ciertas formas de gestión exitosas en el sector privado.



La estrategia inicial se basó en una encuesta de opinión que pretendía detectar la percepción de los ciudadanos frente a la Policía. El estudio en su conjunto fue contratado con una importante empresa consultora que, sin llegar a hacer un análisis organizacional, presentó un diagnóstico sobre la imagen de la Policía. El punto más relevante que arrojó el estudio fue el alejamiento que percibía el ciudadano común frente a la Policía. La gente quería ver una policía amiga y más cercana. Paradójicamente, el estudio mostraba que la preocupación fundamental de la gente no era necesariamente la inseguridad sino que la Policía atendiera sus quejas y prestara atención a sus necesidades.



A raíz de este primer estudio, el nuevo Director de la Policía en ese entonces, Rosso José Serrano�, conformó un grupo de trabajo e intervención que permitiera determinar en primer lugar los problemas organizacionales que impedían alcanzar estándares de eficiencia para luego proponer líneas de acción. El equipo llamado el “grupo de los 30”, dirigido por una asesora civil e integrado por varios policías formados en ciencias humanas y psicología, estableció en un diagnóstico preliminar en donde se detectaron problemas mayores en las actividades de la Policía, a saber : 1/ El debilitamiento de los valores ; 2/ Falta de profesionalización ; 3/ Dificultades en el procesos de selección, incorporación y evaluación de los uniformados ;  4/ Falta de capacitación para habilidades gerenciales en los altos mandos ; 5/ Ausencia de compromiso con la Institución por parte de los uniformados ; entre otros.



Para atacar estos problemas, el grupo de transformación cultural planteó cinco frentes de intervención para generar un cambio. En primer lugar se estableció la necesidad de un acercamiento con la comunidad, incentivando una participación mayor de la ciudadanía. En segundo lugar, se estableció como prioridad  la creación de una nueva cultura de trabajo. En tercer lugar, se señaló la necesidad de mejorar los estándares de formación con la llamada en su momento “potenciación del conocimiento”.  En cuarto lugar, se dio inicio a una búsqueda del talento y la vocación policial. Por último, el grupo de trabajo propuso el desarrollo de habilidades gerenciales para la alta cúpula de la organización.



Las propuestas fueron concebidas y divulgadas ante una gran resistencia de diferentes niveles de la Institución. Esta resistencia se debió a factores disímiles. Por ejemplo, los asesores civiles chocaron con la alta oficialidad. El estilo impositivo de los asesores involucrados en la reforma y una oficialidad poco acostumbrada a ver cuestionados su forma y estilo de trabajo por personas extrañas a la jerarquía de la Institución, produjeron un freno al proceso de cambio. Como fruto de este enfrentamiento algunos miembros de la institución debieron abandonar sus cargos lo que agudizó el enfrentamiento.



Igualmente, uno de los principales obstáculos para la implantación de estos cambios organizacionales ha residido en el compromiso ambivalente y diferente del personal. Ciertas iniciativas fueron mal asimiladas por una parte de los altos oficiales que no entendieron en su momento la utilidad del proceso de reforma. En este sentido, el proceso de transformación se desarrolló a dos velocidades. De un lado, la dirección y su grupo de asesores intentaron inculcar el proceso de transformación cultural y, por el otro, una parte de los directores y comandantes se mostraron incrédulos ante las bondades del proceso.



La reforma no tuvo la envergadura requerida en parte porque fue interpretada como la actividad de una de las tantas oficinas de la Policía � que hacía su trabajo y no como una política primordial para la misma institución impulsada por y desde la Dirección.



En definitiva, los nuevos procesos no han sido apropiados por una parte de aquellos que hacen parte de la Institución. Las reformas gerenciales chocan con una larga tradición y un saber hacer que mal acepta un vocabulario y una dinámica gerencial alejada de los cánones que la Policía ha venido utilizando por décadas.



En parte, el problema fundamental se resume en la ausencia de un proceso participativo en donde la misma oficialidad se hubiera convencido y hubiera contribuido a la reorganización de tareas en función de la calidad buscada. Aunque el grupo de “Transformación cultural” viajó por todo el país a las distintas unidades, la comunicación fue siempre vertical, de arriba  a bajo, y mal entendida.



A su vez, esta transformación hacia estándares gerenciales de calidad y eficiencia representaba un trabajo suplementario para los funcionarios. Especialmente la Policía Metropolitana de Bogotá, desbordada por el trabajo, veía en estas iniciativas un obstáculo para poder cumplir a cabalidad con las tareas diarias asignadas. En pocas palabras, pocos entendieron las bondades de la transformación organizacional.



A continuación se destacan algunos de los puntos del proceso de modernización y el estado real de su desarrollo



3.2. Las nuevas estrategias de gestión : 



3.2.1. El personal no se ha apropiado de la noción de “cliente” 

Una de las premisas centrales de la Nueva Gestión Pública (NPM) ha sido cambiar el concepto de ciudadano o usuario por el de cliente. Aunque este cambio fue objeto de una gran polémica porque se consideraba que ciertos servicios del Estado no podían limitarse a un concepto de consumo como cliente y debía preservarse el bien común, la noción de cliente ha hecho carrera, incluso, en organizaciones públicas que tienen monopolio sobre la atención a personas en condiciones económicas difíciles (Ruiz 2001).� Sin embargo, la noción de cliente se ha ido impuesto como piedra angular de las nuevas estrategias gerenciales del sector público. Se cree que un cambio de actitud pasando de “usuario” -generalmente maltratado por funcionarios públicos indolentes- al de “cliente” permite generar un servicio de calidad que tiene como propósito satisfacer a al público y ganara mayor legitimidad para el Estado. En este sentido, se mejora la escucha, se conocen sus necesidades y se busca crear un vínculo con el público en general.



La Transformación Cultural de la Policía contempló la adopción de la noción de cliente como base para mejorar la calidad del servicio. No obstante, si bien algunos oficiales conocen las estrategias atinentes a esta noción, el resto de los uniformados no dominan estrategias de servicio al cliente como los “momentos de verdad” o el manejo de clientes enojados. Tampoco ha sido una necesidad de la Policía hacer encuestas periódicas para conocer las necesidades de estos “clientes” y actuar en consecuencia. Pareciera que lo que piensa la cúspide la organización pasara desapercibido para la base.



Aunque en algunos cursos de formación continuada para la Policía se han impartido tópicos como el “servicio al cliente”, no existe una estrategia generalizada para cambiar el patrón cultural hacia una concretización y apropiación del concepto que sería muy valioso para mejorar la imagen y la legitimidad frente al público:



3.2.2. Una Evaluación por resultados precaria

La Policía colombiana se encuentra sumergida por un cúmulo importante de manuales y procedimientos que prescriben tareas y actividades. Sin embargo, buena parte de esta prescripción no se cumple o ni siquiera se consulta. En otras ocasiones, el excesivo formalismo hace que lo esencial se diluya ante los superficial. Las tareas más importantes pasan a un segundo plano para dar paso al cumplimiento de la normatividad. 



El éxito de la gestión responde más a la iniciativa de los funcionarios que a estrategias claramente establecidas. Aunque se debería establecer una evaluación con indicadores de gestión y calidad para cada unidad, esta no se aplica. Los formatos para este fin son complicados y mal entendidos.



La policía hace una medición con varias encuestas por desempeño pero los formularios utilizados han resultado muchas veces confusos para aquellos que los deben aplicar. A juicio de un miembro de la Policía “El proceso no se ha asimilado, la propuesta no es concreta y no ha sido muy bien comprendida”. La evaluación no ha sido entonces bien entendida y no se aplica cabalmente. Falta un largo trecho para que se pueda aplicar una evaluación por resultados. Por lo pronto se supone que las evaluaciones inciden en los ascensos o las comisiones al exterior tal como se ha desarrollado en el estamento militar. Pero no responde a los cánones de evaluación moderna en donde se mide el cumplimiento de tareas por medio de indicadores medibles y fiables, más que el cumplimiento de las normas y procedimientos.





3.2.3. El aligeramiento de la estructura

Otra de las iniciativas adelantadas ha sido aligerar la estructura organizacional para hacerla más eficiente. Anteriormente los niveles de la organización eran diversos en número y, en algunas ocasiones, sin sentido en sus funciones. En efecto, la estructura se planteaba de manera vertical con niveles jerarquizados de Direcciones, Divisiones, Áreas, Grupos, Secciones y Oficinas. Esta división intrincada traía cortocircuitos organizacionales y problemas de comunicación entre la base y la pirámide de la organización. El problema resultaba más sentido cuando se formaba una organización informal casi paralela, en los primeros niveles, para que cada funcionario tuviera un cargo. En otras palabras, aunque parezca kafkaiano, los oficiales al llegar a una nueva dependencia y al no tener asignado un rol determinado, creaban una oficina con funciones y objetivos igualmente inventados: Para tales efectos se hacían a un espacio físico, con algunos equipos y un personal a cargo. En resumen, no solamente la estructura organizacional era abigarrada sino que como vicio cultural se enredaba aún más para justificar traslados o permanencias.



Como respuesta a esta estructura poco eficiente, se suprimieron dependencias que duplicaban tareas (Llorente 1999). Se inició la eliminación de buena parte de las dependencias que se encontraban en la base de la pirámide organizacional. Actualmente, aquella organización complicada pasó a tener solo 3 niveles : Direcciones, Áreas y Grupos.



La cúspide no fue transformada, en parte, porque se podían tocar algunas sensibilidades de la alta oficialidad. Al crecer el número de oficiales en 1995 se solucionó el problema de mando pero llevó al vicio organizacional de pretender que todos ellos tuvieran cargos y tareas formales de mando. Sin embargo, en el futuro es posible que la Policía colombiana pase de las 11 direcciones que tiene actualmente a 2 o 3 direcciones.



Este agrupamiento de direcciones pretende aplanar la estructura para hacerla más ágil como se hizo en países como Gran Bretaña, pero la reforma colombiana dista mucho aún de una organización ligera en la medida en que la jerarquía y el régimen son calcados del régimen militar. La Oficialidad se divide en : General, Mayor General, Brigadier General, Coronel, Teniente Coronel, Mayor, Capitán, Teniente y Subteniente (Ibid. 420 y 421). De esta manera, resulta difícil hacer coincidir un “adelgazamiento” de la organización con una vieja estructura de corte militar. Habría que realizar toda clase de malabares para ajustar la jerarquía inveterada con una estructura organizacional más plana. Por ejemplo, un miembro con más jerarquía y antigüedad no podría quedar subordinado a uno de menor rango. En tal situación, ajustes draconianos conllevarían a la salida de oficiales de rango alto o medio. A lo anterior se suma la política de la administración Gaviria Trujillo de aumentar el número de oficiales y suboficiales para establecer mayores controles y mando sobre los agentes. Este incremento de oficiales dificulta aún más un aplanamiento de la estatura.



Además, como señala María Victoria Llorente (Ibid. 430) : “El tipo de estructura plana y horizontal por la cual está abogando actualmente la Policía, no solamente implica un cambio en el organigrama institucional como el efectuado en septiembre del 97. Este tipo de organización tiene considerables implicaciones en el sistema de manejo de personal, particularmente en el área del personal de supervisión, y por ende requiere una revisión de fondo de la estructura jerárquica de la Policía como la que se ha venido pensando para otras policías”



La posible transformación de esta jerarquía es quizás el aspecto más sensible para la oficialidad. La cultura organizacional de la Policía se mantiene arraigada en patrones oligárquicos muy fuertes, con diferencias abismales entre rango y rango que rayan con el elitismo. Los uniformados de menor rango se sienten menospreciados.� Los de más alta gradación no quieren perder privilegios y quedar en el mismo nivel jerárquico de un colega que no tiene la misma antigüedad. 



Todavía resulta difícil en el corto plazo hablar de una gestión de talento humano cuando aún se manejan patrones de conducta tradicionales.



3.2.4. Una planeación estratégica en ciernes

La planificación estratégica se inició en el año 1997 sin mucho arraigo entre los oficiales de alto rango. Cada unidad estableció su planeación más por requerimientos del alto mando que por considerarse un ejercicio de utilidad. Varios comandantes delegaban a subalternos para que asistieran a las reuniones.



No obstante, por primera vez se estableció un plan estratégico 2003-2006 que obedece a los patrones gerenciales de las grandes empresas. El ejercicio fue liderado por el Director de la Policía, General Teodoro Ocampo, en reuniones donde debieron asistir los oficiales de más alto rango. El ejercicio es el primero en su género y abandona la vieja administración personalizada: 



En efecto, con anterioridad, cada director establecía motu propio algunos derroteros durante su administración. El individualismo primaba sobre una propuesta institucional. Los objetivos de toda una institución no pasaban de ser los deseos de algunos pocos directores de la Policía en donde primaban en el mejor de los casos un buen sentido común. Por el contrario, el Plan Estratégico Institucional 2003-2006 fue un proceso riguroso establecido gracias a diagnósticos, indicadores, metas reales, logros y la participación de los miembros de la Institución en su concepción (Policía 2003).



Aunque no se puede establecer a ciencia cierta si el Plan será aplicado a cabalidad, por primera vez la Policía utiliza una herramienta gerencial. Ya en 1997 se había establecido la Visión, la Misión y los Principios de la Institución, que fueron apropiados de manera diferente por el personal. Desde el escepticismo hasta una aceptación abierta de estos primeros derroteros, han sido las actitudes que han acompañado estas estrategias de gestión.� 



No obstante, el Plan estratégico hace sintonizar en un mismo dial a las diferentes dependencias y traza unos derroteros comunes para todos. Dado que el Plan es reciente, resulta apresurado avanzar algunas conclusiones. A pesar de ello, como  hemos visto el gran temor se desprende de la cultura de la organización que lleva a que mucho del trabajo elaborado y lo prescrito, finalmente no se aplique. Se siga la máxima “Se obedece, pero no se cumple”.





3.2.5. Unos esfuerzos considerables en formación continuada

Uno de los mayores esfuerzos que ha realizado la Policía en la última década ha sido el proceso de formación de los uniformados. Además de los cursos de ascenso que tradicionalmente debe seguir la oficialidad, hoy en día todos los uniformados de menor rango tienen la oportunidad de seguir cursos impartidos por Universidades cuando muchos de ellos nunca habían tenido la oportunidad de asistir a un centro de educación superior. Gracias a un presupuesto importante, la Policía ha subcontratado cursos de educación continuada, concebidos específicamente para las necesidades de la Institución e impartidos por docentes universitarios de alto nivel.  Por ejemplo, la Policía Comunitaria ha recibido una formación universitaria con temas que permiten una sensibilización diferente en su trabajo cotidiano. La Policía Comunitaria ha tenido cursos en universidades de prestigio  en temas gerenciales (servicio al cliente, liderazgo, trabajo en equipo), temas de seguridad (seguridad interna y defensa), políticas sociales y participación.



Si en la década de los 20, muchos policías en las regiones apartadas eran analfabetos, dotados escasamente con un bastón y descalzos ; hoy en día, incluso los uniformados de menor rango pueden contar con una formación adicional a su curso inicial de capacitación. Aunque esta formación obedece a las necesidades de la Institución y a los requerimientos del servicio ya que no todos los uniformados pueden siempre asistir a esta educación continuada, los esfuerzos en este aspecto son de destacar. En cuanto a los oficiales de mayor rango, se les exige realizar cursos en habilidades gerenciales en centros académicos reconocidos como una exigencia para iniciar los cursos de ascenso. Los temas tratados en diplomados, especializaciones y maestrías tocan temas como Servicio al cliente, Planeación del servicio, Liderazgo, Clima Organizacional, entre muchos otros.





CONCLUSIÓN



Las estrategias más recientes de lucha contra la inseguridad en el mundo buscan crear lazos de asociación y cooperación de la Policía con la comunidad y con otras entidades del Estado: El debate que primaba a finales del siglo XX sobre hacer una Policía más preventiva o represiva ha sido reemplazado por la discusión en torno al rol fundamental de la solidaridad para disminuir los actos delictivos. Estas estrategias van generalmente más allá de la pretendida participación comunitaria o de la simple adopción del modelos de Policía comunitaria o de proximidad. Algunos países han buscado generar defensas entre la misma comunidad para que actúe en contra de la delincuencia. En otros, se ha buscado eliminar las raíces de los problemas sociales que son el terreno abonado para que crezca la delincuencia. Algunos otros países, se han buscado medios de control sobre factores anexos que disparan la criminalidad. En todas estas estrategias, la Policía es un actor más en el combate a la delincuencia estableciendo un “partnership” con otros actores sociales y gubernamentales.



Además de estas transformaciones de las políticas para contrarrestar la inseguridad, las Policías en el mundo han buscado modernizarse adoptando estrategias de gestión propias del sector privado (New Public Management). Siguiendo la tendencia general de trasformación del Estado en los países desarrollados, durante la última década, las diferentes Policías han seguido nuevas estrategias gerenciales para hacer más eficiente su labor, mejorar su imagen y legitimidad ante la opinión pública y acercarse al ciudadano.



La Policía colombiana ha vivido cambios y reformas en la última década que se juzgaron en su momento trascendentales. No obstante, las reformas a esta Policía han resultado inocuas ya que se basaron en dos supuestos que resultaron ser a la larga poco relevantes. Se pensó en su momento que mayores controles de los civiles sobre la Policía y un cambio hacia una Policía más civil y menos de carácter militar, le darían un vuelco positivo a la Institución.



Las reformas de la Policía colombiana fracasaron porque no tocaron la organización en su interior con sus vicios, cortocircuitos y cultura. Tampoco la lucha contra la corrupción fue eficaz y los controles externos establecidos para tal efecto igualmente resultaron ineficaces.

 

A pesar de ello, la Policía inició un proceso de modernización adoptando estrategias propias del New Public Management como la noción de “cliente”, la evaluación por resultados, el aplanamiento de la estructura organizacional, la planeación estratégica y la formación en temas gerenciales. Estas transformaciones han marchado a velocidades diferentes. En buena medida, la modernización emprendida a partir de estas herramientas de gestión empresarial no han logrado los resultados esperados por una resistencia al cambio de la alta y media oficialidad y por una cultura organizacional muy enfocada a cumplir requerimientos y procedimientos burocráticos. Adicionalmente, la Nueva Gestión Pública no ha sido bien entendida y no ha resultado una política fundamental para el conjunto de la Institución.



A pesar de estos intentos de modernización, la Policía colombiana no ha podido salir de su marasmo institucional y generar confianza entre el ciudadano común. Los escándalos de corrupción y los señalamientos reiterados sobre ineficiencia han mermado la imagen de la Policía.



Si en 1993, la corrupción rampante y el deterioro moral de la Institución llevaron a una reforma precipitada que resultó a larga poco efectiva y mal enfocada ; hoy por hoy, una década después, el deterioro creciente de la imagen de la Policía colombiana por los hechos más recientes de policías sobornados, extorsionistas y enriquecidos ilícitamente exigen una reforma de fondo, pragmática y pertinente.�
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ABSTRACT

Este documento se pretende exponer la relación que se evidencia entre la cooperación internacional destinada a la Policía Nacional  y los objetivos de fortalecimiento de la institución. En tanto que si bien la Policía Nacional Colombiana, en el transcurso de las dos últimas décadas, ha sido un receptor privilegiado en materia de recursos de cooperación internacional destinados al sector de seguridad y defensa, el grueso de esta inversión se ha desarrollado en el marco de la lucha antinarcóticos, lo que ha redundado en un desplazamiento de las prioridades de la Institución en áreas como seguridad ciudadana y prevención del delito. Al tiempo que en contraste esta situación ha permitido la generación de espacios para la transformación y fortalecimiento operativo de su accionar. Así pues, las características esenciales de esta cooperación (bilateral, mayormente estadounidense, orientadas a la lucha antinarcóticos)  inciden en aspectos esenciales para la Institución como su imagen, relacionamiento interno e internacional.  La propuesta de este artículo es presentar un análisis sobre el impacto de los principales planes y acuerdos de cooperación internacional que se dirigen a la Policía Nacional colombiana, con el supuesto de que ésta ha “narcotizado” la agenda del fortalecimiento y transformación institucional de esta entidad.  Se hará especial énfasis en los programas e iniciativas desarrollados en los últimos años, como el  Plan Colombia y la Iniciativa Regional Andina, principales estrategias antinarcóticos estadounidenses, en tanto que se constituyen en los planes de cooperación más importantes, y porque no polémicos en los años recientes. Estos elementos de estudio nos permiten además establecer una clara relación entre la búsqueda de fortalecimiento de la Policía Nacional y el énfasis en la temática de los narcóticos en materia de cooperación internacional en temas de Seguridad y Defensa Nacional



La Cooperación Internacional en el marco de la lucha antidrogas

La Policía Nacional Colombiana, en el transcurso de las dos últimas décadas, ha sido un receptor privilegiado en materia de recursos de cooperación internacional destinados al sector de seguridad y defensa. Sin embargo el grueso de esta inversión se ha desarrollado en el marco de la lucha antinarcóticos y tiene como finalidad el equipamiento de la Policía para la atención de los programas y estrategias de erradicación de cultivos y de control del tráfico de narcóticos, dejando de lado otras dimensiones del fortalecimiento de la Institución y de su labor en áreas como seguridad ciudadana y prevención del delito.�

 En la década de los ochenta el desmantelamiento de los principales carteles del tráfico de drogas fue el centro de las acciones de la Policía Nacional, que hacía frente a unas organizaciones altamente complejas en donde se involucraban adicionalmente prácticas de extorsión, delitos comunes, terrorismo, tráfico de armas  y tráfico de narcóticos. Situación que llevó a que la cooperación internacional de ese entonces, se concentrará en la capacitación y formación de cuerpos elites, planeamiento y cooperación en inteligencia con el fin de la desarticulación de los carteles del narcotráfico.  

Posteriormente en la década de los noventa el accionar policial debió hacer frente al evidente crecimiento del conflicto interno y su traslapo con las actividades de cultivo,  producción y tráfico de narcóticos. Con la alteración y complejización de las dinámicas a las cuales hace frente  la Institución,  las prioridades y características de la cooperación internacional variaron en consecuencia, mezclando la lucha antinarcóticos, con la lucha antisubversiva. Objetivos que en la actualidad son de gran relevancia para la institución, aún sobre estrategias de proximidad y seguridad ciudadana, corazón fundamental de la actividad policial. 

En esa dirección, la propuesta de este artículo es presentar un análisis sobre el impacto de los principales planes y acuerdos de cooperación internacional que se dirigen a la Policía Nacional colombiana, con el supuesto de que ésta ha “narcotizado” la agenda del fortalecimiento y transformación institucional de esta entidad.  Se hará especial énfasis en los programas e iniciativas desarrollados en los últimos años, como el  Plan Colombia y la Iniciativa Regional Andina, principales estrategias antinarcóticos estadounidenses, en tanto que se constituyen en los planes de cooperación más importantes, y porque no polémicos en los años recientes. Estos elementos de estudio nos permiten además establecer una clara relación entre la búsqueda de fortalecimiento de la Policía Nacional y el énfasis en la temática de los narcóticos en materia de cooperación internacional en temas de Defensa y Seguridad Nacional.

Estas estrategias se han analizado con anterioridad desde diversas perspectivas,� especialmente desde los estudios de la eficacia de la política de la lucha antinarcóticos; no obstante, los impactos o incidencias de éstas sobre las instituciones llámese Policía Nacional o Fuerzas Militares tiene un desarrollo incipiente, y se ha centrado en el aspecto del fortalecimiento de la capacidad militar. En ese sentido, este documento se plantea como la oportunidad para iniciar un debate en relación a los factores externos que inciden en la modernización y transformación del sector defensa colombiano. Debate que es oportuno en  momentos en los cuales la atención y expectativas (nacionales e internacionales) descansan en buena medida sobre los avances y logros que se obtengan en esta materia.

El presente documento se divide en tres grandes partes, en la primera de ellas se hará una aproximación  general a la temática de la cooperación internacional destinada a la Policía Nacional, para luego posteriormente plantear algunas consideraciones respecto a las principales estrategias estadounidenses de lucha antinarcóticos, Plan Colombia e Iniciativa Regional Andina , y su relación con las actividades policiales. Para finalmente, presentar algunas conclusiones, en donde se pretende incluir en el análisis de los efectos de estas estrategias de cooperación y sus impactos organizacionales, en áreas tales como imagen de la institución (relaciones con la comunidad, eventos de corrupción) y fortalecimiento (dar cuenta de su efecto en cuanto al cumplimiento de los objetivos y planes propuestos por la institución).  

 



La Policía Nacional y la cooperación internacional: del discurso de la seguridad ciudadana a la narcotización de las relaciones



	El sector de Seguridad y Defensa colombiano ha atravesado una serie de reformas institucionales con las cuales se busca hacer más eficiente en quehacer de los cuerpos armados�; específicamente a en el transcurso de la década de los noventa, se plantean dos reestructuraciones fundamentales para la Policía Nacional, por una parte se eliminan los controles de las Fuerzas Militares sobre la Policía� y se plantea dentro de la Estrategia Nacional contra la Violencia, propuesta del gobierno de Cesar Gaviria, que la actividad de la Policía Nacional debería centrarse en la atención al área de seguridad ciudadana y proximidad con las comunidades�. Buscando con ello una mayor atención en la prevención de la criminalidad a través de la vigilancia. 

 No obstante en la práctica se venían  desarrollando otras funciones que llegan a considerarse como básicas y que corresponden a una orientación de tipo reactivo. En ese sentido, a finales de la década de los ochenta la temática de la lucha antinarcóticos se va convirtiendo en una prioridad institucional, reflejo de esto el alto nivel e importancia que le dan a los servicios especiales en estas ramas, por ejemplo en esa el momento de la fusión de los servicios de antinarcóticos y aéreos de la Policía en un solo organismo, la Dirección de Antinarcóticos, se estableció que esta “respondía directamente ante la Dirección General a diferencia de las demás que lo hacían ante la Subdirección.”� Mientras que en el contexto político nacional la desarticulación de los principales carteles del narcotráfico (Medellín y Cali) se planteaba como una prioridad en los compromisos internacionales.



 Este énfasis llevó a que en  la década de los noventa fuera necesario el desarrollo de diversos cuerpos que fueron entrenados de manera especial para atender problemáticas relacionadas con el narcotráfico, como las Unidades Antiextorsión y Secuestro Únase� (1990), el Bloque de Búsqueda y la Policía Aeroportuaria.

La paulatina especialización de los miembros de la policía si bien puede aparentar un numéricamente una incidencia moderada, en tanto que se estima que el personal de policía en las actividades relacionadas con la Investigación, Inteligencia y Antinarcóticos en el año 1999 es aproximadamente del 3%�, porcentaje dentro del cual el 56% del personal se dedica de manera exclusiva a la temática antinarcóticos.� No obstante hay que tener en cuenta que este impacto es un poco mayor en cuanto el presupuesto que maneja esta Dirección es muy importante y nutrido esencialmente con recursos provenientes de ayuda o cooperación internacional; y que adicionalmente si bien el grueso del personal se encuentra asignado a tareas de vigilancia, allí se contabilizan los miembros que se encuentran en servicios especiales de seguridad (por ejemplo: servicios de escoltas, vigilancia sedes diplomáticas y estatales). 

Entonces la continua especialización de las actividades de los miembros de la Policía, si bien mejora la eficacia y eficiencia con la que se atienden las problemáticas particulares tiene evidente impacto en la estrategia de seguridad ciudadana, cuestión a lo que se refiere Hugo Acero, Subsecretario de Asuntos de Convivencia de Bogotá,: “esta especialización ha tenido varias implicaciones, principalmente desfavorables para la seguridad ciudadana. El personal utilizado en estos servicios es sacado de la vigilancia en la calle, hace que los miembros de estos grupos solo atiendan los problemas de su especialidad y no otros, que su acción solo se restrinja a la reacción como grupos de asalto y no a la prevención, y que el personal policial cuando regresa a prestar servicios en materia de seguridad y convivencia ciudadana tengan que ser reeducados para cumplir esta función, ya que no responden adecuadamente a los requerimientos de control ciudadano y de vigilancia callejera”�.

En esa misma dirección se plantea que  el tema de lucha antinarcóticos se ha convertido en uno de los principales centros de las actividades de la Policía Nacional, “algunos oficiales señalan incluso que estas actividades le han restado importancia las funciones básicas de  protección ciudadana, obrando en detrimento de las relaciones entre la Policía y la comunidad� Percepción que es compartida por algunos analistas, que enfatizan en que ante la diversidad de problemáticas que debe atender la Policía Nacional, la función quizás primordial de este cuerpo como lo es la vigilancia se ha visto relegada por temáticas de mayor impacto en las agendas gubernamentales como lo es la lucha en contra del narcotráfico, con la evidente consecuencia en el incremento de la problemática de la criminalidad, considerada un problema  de suma importancia en materia de seguridad.�



De esta manera asuntos como el terrorismo, narcotráfico y en forma más amplia el conflicto armado se han convertido en  el tema preponderante en las últimas estrategias nacionales de seguridad, haciendo a un lado el tema de la seguridad ciudadana, motor y objetivo central de la misión de la Policía Nacional. Situación que se refleja en que “la seguridad ciudadana se redujo en el debate político al aumento y profesionalización de la fuerza pública, olvidándose, por ejemplo, que el País no tiene una política criminal clara que prevenga, disuada, controle, reprima y sancione los delitos que afectan de manera cotidiana a la mayoría de los ciudadanos, como son el robo de automotores, de residencias, el atraco callejero y los hechos que atentan contra la vida e integridad de los ciudadanos�”

Así pues, la  temática que se desarrolla con mayor proximidad a la ciudadanía, y la que se constituye en el principal factor de violencia a nivel nacional (causa aproximadamente el 80% de los homicidios comunes) es jerarquizada muy por debajo de las estrategias contrainsurgentes y antinarcóticos. Cuestiones que si bien atentan grandemente contra la estabilidad del Estado, no pueden ser abordadas de manera aislada, ya que su solución se encuentra atravesada por la prevención de otros delitos y la seguridad ciudadana.



 No obstante, el factor preponderante en materia de Seguridad Nacional en los últimos años ha sido la temática del narcotráfico, y dentro de ella la tendencia hacia la militarización de la lucha antinarcóticos. Es decir, la aproximación a la lucha antinarcóticos se ha venido relacionando con las estrategias antisubversivas;� entonces estos vínculos en la aproximación se traducen en un manejo paralelo de  las dinámicas de tráfico de drogas y conflicto armado interno. De esta manera y con el paulatino desarrollo de las operaciones de fuerza conjuntas la Policía Nacional concentra su atención en el desarrollo e implementación del programa de fumigaciones, mientras que las Fuerzas Militares brindan la protección en estas áreas� procurando controlar la influencia de los grupos armados en las zonas de cultivo.

Esta dinámica de atención conflicto- narcotráfico ha llevado a que para el presente año se hayan establecido como metas fundamentales de la actividad de la Policía Nacional la expansión de la cobertura en 175 municipios que no contaban con presencia de miembros de la fuerza pública y la erradicación definitiva de los cultivos ilícitos. Situación que se ratifica en las afirmaciones del Director General Teodoro Campo:  “El compromiso nuestro es la lucha contra el narcotráfico, estamos cumpliendo y esperamos darle la buena nueva al país de que tenemos controlado el fenómeno”� 

Sin embargo esta dualidad en la misión y orientación de la Policía Nacional ha llevado a que se ponga en el debate la conveniencia de que esta institución haga énfasis en la lucha antinarcóticos y antisubversiva, en tanto que “analistas de los temas de Policía coinciden en que una regla de oro para cualquier cuerpo de Policía civil es el no involucrarse directamente en operaciones de  contrainsurgencia; especialmente por los efectos negativos que ello tiene sobre las relaciones entre la Policía y la comunidad.� Lo que nos lleva a introducir otra dimensión de la estrategia policial, y es que su accionar supone la confianza y colaboración con los ciudadanos, relación mediada en buena parte por la percepción del rol que cumple la institución en la vida social de los habitantes.

En esa dirección las reformas institucionales de la década de los noventa, incluían estrategias para la recuperación de la imagen de la Policía Nacional, dentro de éstas se contemplaban las facultades asignadas para retirar sin investigación previa a los miembros sospechosos de corrupción; con ello se buscaba una “depuración” o saneamiento de la institución orientada a proyectar una imagen más transparente y eficiente, y que paulatinamente se fue concretando en un mayor nivel de favorabilidad de la opinión pública. Cuestión que contrastaba con la imagen menos favorable que tradicionalmente se tenía de los procedimientos dentro del Ejército Nacional. 

Esta mayor aceptación de la imagen institucional en el plano nacional se percibía también en el plano internacional,  debido en parte a los resultados arrojados  en la lucha contra los carteles del narcotráfico, la disminución de violaciones a los derechos humanos por parte de miembros de la institución y al mantenimiento del apoyo oficial de los Estados Unidos.�

Como se había planteado anteriormente el contraste de estas percepciones se manifestaba en la apreciación del Ejército Nacional, por ejemplo mientras que la cooperación internacional con la Policía han fluido sin grandes sobresaltos, la ayuda (básicamente  militar) hacia el ejército colombiano ha sido bastante problematizada por las denuncias de violación de derechos humanos y los vínculos de algunos de sus miembros con los grupos paramilitares. Estas percepciones  llevaron a que se generarán presiones para garantizar que se certificara la protección de los derechos humanos y a que se comprometieran en el combate sistemático del paramilitarismo.

El marco anterior, (prioridad en las temáticas antinarcóticos e imagen institucional) llevaron a que la Policía Nacional se posicionara como uno de los receptores privilegiados de los recursos de cooperación internacional, dinámica que ha sido creciente en los últimos años. Por ejemplo, respecto a  los recursos enviados por los Estados Unidos hacia Colombia en el período 1996-2000, el grueso de estos dineros  fueron canalizados hacia esta institución.

AYUDA ESTADOUNIDENSE A COLOMBIA 1996-2000�



AÑO�RECURSOS (millones de dólares)��1996�40.000��1997�83.561��1998�110.232��1999�294.464��2000�488.257��









La ayuda recibida en materia de lucha antinarcóticos se sustenta a través del planteamiento de que la problemática de las drogas ilícitas es una dinámica de responsabilidad internacional, y por lo tanto  es competencia de la comunidad internacional el brindar herramientas para su solución. La tendencia de la ayuda estadounidense ha sido creciente. En el año de 1995 el apoyo  era de 30 millones de dólares, tres años después llegó a los 83 millones, para alcanzar la cifra más alta (antes de la formulación del Plan Colombia), en 1999 con 294 millones de dólares.� 

Esta situación ha traído consigo el desarrollo de diferencias y roces entre las dos instituciones (Policía y Ejército), que desde una perspectiva muy racional se encontrarían enfrentados por la distribución presupuestal y la autonomía operacional, cuestión muy relacionada con el progresivo fortalecimiento de la Policía a través de la captación de  recursos externos dirigidos a la lucha antinarcóticos.� 



Si bien la cooperación internacional no se limita de manera exclusiva a la ayuda estadounidense, esta si se constituye en la fuente principal de estos recursos. El interés de otras fuentes potenciales en relación con las problemáticas colombianas no se podrían percibir de manera clara, mientras que en el caso de los Estados Unidos la situación interna de Colombia congrega tres intereses esenciales, como  la lucha antinarcóticos, la estabilidad de la región andina y la iniciativa del Área de Libre Comercio de las Américas. En contraste los intereses o aspectos más sensibles para  los miembros de la Unión Europea se enfocan hacia su vecinos próximos y su vinculación o relación con el proyecto comunitario, los países asiáticos, liderados por Japón no presentan  intereses muy restringidos  en los asuntos de Colombia�. Adicionalmente en el caso concreto de ayuda para el fortalecimiento del sector de seguridad y defensa su injerencia es muy poca; más bien sus iniciativas se han concentrado en brindar apoyo a proyectos de cooperación para el desarrollo. Por estas razones, y por su vinculación como principal consumidor de drogas ilícitas “Estados Unidos tenía que ser pues, el problemático destinatario-primero y primordial- de cualquier solicitud colombiana da ayuda externa”.� 

De esta manera la intención de abordar la incidencia de los planes de cooperación y ayuda internacional en el sector de defensa y seguridad, y en particular en el caso de la Policía colombiana, nos lleva a centrarnos en las iniciativas de cooperación estadounidenses, las cuales se concretan y expresan a través de las políticas y programas de lucha antinarcóticos. El resultado de ello es como lo veníamos planteando,  la “narcotización” de la temática a abordar.

Los programas desarrollados por la Policía Nacional en compañía de la  Sección de Asuntos Narcóticos de los Estados Unidos, se concentran esencialmente en la erradicación aérea de los cultivos ilícitos, el apoyo y entrenamiento con la Administración para Control de Drogas DEA para fortalecer la capacidad de interceptación y los avances de los programas de Seguridad Portuaria básicamente.  Si bien desde su creación en 1978, la Dirección Antinarcóticos ha contado con el apoyo financiero de los Estados Unidos, las recientes estrategias nacionales y subregionales en materia de lucha contra los narcóticos no tenía precedentes, tanto por su monto como por la dimensión  de esta temática dentro de la agenda gubernamental. 



El Plan Colombia: Una aproximación multidimensional al problema de las drogas ilícitas con un evidente fortalecimiento militar



La estrategia fundamental del gobierno del presidente Andrés Pastrana Arango (1998-2002) comprendía el establecimiento de negociaciones políticas con las principales organizaciones guerrilleras, compromiso que asumió desde antes de su posesión. Así mismo en el plano internacional, la propuesta gubernamental fue muy clara en esgrimir como bandera la temática del  avance y profundización de las estrategias antinarcóticos. En ese sentido las temáticas del entonces proceso de paz, se fueron entremezclando con el tema de lucha antinarcóticos, y se llego a esgrimir que la “paz era una forma de luchar contra las drogas”, argumento que bien podría leerse en ambas direcciones y que implícitamente señalaba el nexo de las temáticas, así como el nexo creciente entre los tipos de organizaciones, los grupos subversivos, paramilitares y los carteles de la droga. De allí que se enfatizara cada vez más en que la seguridad nacional se encontraba invariablemente ligada a los principales temas de la agenda internacional, por lo cual el desarrollo y eventos que acaecieran en el plano nacional, indudablemente tendrían repercusiones de tipo externo. 

Por esta razón se adelanta la estrategia de “Diplomacia dela Paz” dentro de la cual convergían estos objetivos nacionales, y a través de la cual se pretendía una aproximación integral a la situación colombiana, que se fundamentaba en la reducción de la oferta de las drogas  por medio o con ayuda de la comunidad internacional (cooperación técnica y financiera)  para equilibrar los costos políticos, sociales, económicos y ambientales de la problemática de los narcóticos.�

Esta iniciativa gubernamental se expresa en el Plan Colombia, considerado como una estrategia multidimensional con las cuales se buscaba hacer frente a los principales problemas nacionales, y que se compone de cinco grandes estrategias: La primera de ellas en relación al proceso de paz, la segunda orientada a la estabilización de la economía, la tercera la estrategia antinarcóticos, la cuarta buscaba la reforma al sector justicia y la promoción de los derechos humanos y finalmente acciones para promover la democratización y el desarrollo social.  Entonces si bien esta estrategia no es netamente antidrogas, se podría afirmar que si está narcotizada, en tanto que es la lucha contra las drogas la que atraviesa los otros componentes, y es esta orientación la cual ha concentrado buena parte de los recursos destinados a su implementación.

Estas estrategias explícitamente establecen dos grandes áreas de acción, por una parte la asistencia directa (e indirecta) a las Fuerzas Armadas y en especial a la Policía Nacional., con el objetivo de “ayudarlas a establecer el control sobre el territorio nacional y eliminar la producción y el tráfico de drogas”�. En segundo lugar estas estrategias plantean programas y propuestas en materia de desarrollo de alternativas económicas orientadas a la erradicación de cultivos. En esta segunda dimensión no debe dejarse de lado la  importancia que políticas comerciales desarrolladas en torno a la temática de las drogas ilícitas � que constituyen un interés fundamental de los últimos  gobiernos colombianos.

En la dimensión particular del apoyo y fortalecimiento de la Policía Nacional y de las Fuerzas Armadas, el objetivo planteado era: modernizar, reestructurar, profesionalizar para que estuviesen en capacidad de proporcionar seguridad en el territorio nacional, impedir las incursiones de los grupos irregulares y delictivos; así como asegurar la protección y promoción de los derechos humanos. Estos como objetivos generales, pues en el texto estas orientaciones se van desglosando, y se van haciendo concretas en el marco de la erradicación, fumigación, y control a la producción y tráfico de las drogas ilícitas, así como a la contención y prevención a sus delitos conexos. 



No obstante, se ha dado a conocer que esta estrategia no poseía un texto único, sino que fue presentando variaciones, especialmente en el énfasis en algunos temas, en distintos momentos, intentando adecuarse a las necesidades más apremiantes en la discusión política internacional. Socorro Ramírez� realiza una aproximación detallada a cada uno de estos documentos, en el proceso de comparación de éstos se puede extraer lo siguiente: El primer documento del Plan tenía como eje articulador la política de paz, y acentuaba en la atención de las causas subjetivas y objetivas de la violencia. El segundo documento presentado en la Reunión de Río de Janeiro se centraba en el desarrollo y necesidad de buscar una paz integral, lo que suponía la negociación política con los principales actores del conflicto, la reforma política, estrategias de desarrollo y de desarrollo alternativo. Posteriormente estas ideas fueron concretándose en un mayor énfasis en la lucha antinarcóticos y en el desmonte de los vínculos entre el tráfico y los grupos armados.  Mientras que el documento presentado a los países europeos era más restrictiva al abordar la temática antinarcóticos.

   

En la práctica la propuesta de inversión de los recursos del Plan Colombia se ha criticado en tanto que se considera que se ha dado a este paquete de ayuda un claro predominio del sello estadounidense el cual se caracteriza para algunos autores por “(..) obsesiva política prohibicionista y represiva contra las drogas, mediante la distribución desbalanceada de las partidas asignadas con claro predominio de lo militar y policivo”� Sin embargo, en el marco del proceso de paz se considero necesario que la consecución de la paz se viabilizara a través del fortalecimiento de las fuerzas militares y policiales, en tanto que se percibía en algunos círculos políticos norteamericanos que la negociación podría traer consigo el debilitamiento de la lucha antinarcóticos.� En el cuadro Número 2 se presentan los principales rubros a los que fueron destinados estos recursos. 

               Cuadro N°2 

DESTINACION RECURSOS PLAN COLOMBIA

Rubro�Monto en millones de dólares�Porcentaje��Asistencia Militar�519.2�60.4%��Asistencia Exclusiva Policía Nacional�123.0�14.3%��Desarrollo Alternativo�68.5�8%��Derechos Humanos�51�5.9%��Desplazamiento�37.5�4.4%��Reforma Judicial�13�1.5%��Proceso de Paz�3�0.3%��









Según la  Sección de Asuntos Narcóticos NAS, los proyecto claves desarrollados con recursos provenientes de la ayuda estadounidense son: a) Adquisición de sistemas de comunicaciones. b) Compra de armas y municiones. c) Dos Blackhawks (adquisición, apoyo operacional, mantenimiento por dos años, asistencia técnica, entrenamiento, equipos de apoyo terrestre) d) Apoyo Logístico. e) Protección de fuerzas y operaciones avanzadas.  f) Construcción de bases fronterizas g) Infraestructura aeromóvil (compra de equipos, construcción cuartel y barracas y apoyo operacional) h)Mejora de las instalaciones de aviación i) Aeronaves de fumigación (nueve unidades adicionales) j) Mejora aeronaves (blindajes, repuestos) k) Mejoras Helicópteros Huey l) Mejoras y sostenimiento (combustible, raciones, equipos) m) Entrenamiento de pilotos y mecánicos n) Seguridad y mejoras en la seguridad de pistas aéreas ñ) Mejor y mayor erradicación (equipo, combustible y herbicidas). En el siguiente cuadro se detalla el presupuesto asignado para cada uno de estos proyectos.











CUADRO N°3

ASIGNACIONES PRESUPUESTO PARA POLICIA NACIONAL

PLAN COLOMBIA



Destinación�Monto en millones de dólares��Comunicaciones�3.0��Armas y Munición�3.0��Adquisición y Operación UH-60 Black Hawks�26.0��Apoyo Logístico�2.0��Protección de Fuerzas�5.0��Bases fronterizas Antinarcóticos�5.0��Unidades Aeromóviles�2.0��Mejoras instalaciones aviación Unidad Antinarcóticos�8.0��Aeronaves de Fumigación �20.0��Mejora aeronaves de la Policía�5.0��Actualización Helicópteros �20.6��Gastos de Operación y Sostenimiento�5.0��Entrenamiento Pilotos y Mecánicos�2.0��Seguridad Bases Aéreas�2.0��Fortalecimiento Actividades de Erradicación�4.0��Repuestos de Aeronaves�3.0��







               Fuente: Embajada de los Estados Unidos en Colombia 



No obstante estos recursos no son los únicos cuyo destino final es la Policía Nacional,  pues dentro de los rubros destinados a apoyo a operaciones antidrogas y mejoras de equipos de interdicción la Policía Nacional continua haciendo uso de estos recursos.



De manera paralela, en la subregión de los países andinos las dinámicas del narcotráfico, han venido involucrando territorios fronterizos en actividades como ingreso de insumos, rutas de tráfico y comercialización, así como ligados a problemáticas relacionadas como desplazamientos, incursiones armadas y tráfico de armas. Por estas razones las estrategias antinarcóticos han venido irradiando su acción sobre los países fronterizos a Colombia. Estrategia que al margen de su efectividad en la represión a los narcóticos, posibilitaba la atención a un eventual  “desboradamiento” del conflicto interno colombiano sobre sus fronteras. Situación en buena parte originado por los desplazamientos de los cultivos ilícitos motivados por los programas de fumigación y programas de represión asociados a esta lucha. Países como Ecuador y Panamá explícitamente solicitaron ayuda a los Estados Unidos para la elaboración de sus planes de contingencia fronteriza y el refuerzo policial y militar en las áreas de frontera,� mientras que las aproximaciones de Brasil, Perú y especialmente Venezuela son bastante particulares.  Así pues, la respuesta de estos países fue entonces la militarización y endurecimiento de los sistema de vigilancia. 

Para algunos analistas, era claro que estas estrategias se orientaban al establecimiento de un cordón sanitario diplomático y militar en la frontera colombiana�.  Estrategia para la cual estos países andinos han recibido recursos importantes por parte del gobierno estadounidense,  no siendo el caso de Venezuela, que con el gobierno de Hugo Chávez y su visión particular frente a la cooperación de antinarcóticos y del conflicto armado interno colombiano ha recibido un tratamiento más distante y tirante con los Estados Unidos.     

    Cuadro N°.4.

COOPERACIÓN ANTINARCÓTICOS PARA LA REGION ANDINA

Destino�Millones de dólares�Porcentaje��Colombia�860.3�65.2%��Bolivia�110�8.3%��Perú�32�2.4%��Ecuador�20�1.5%��









La formulación e implementación de estas estrategias no ha estado al margen de la controversia. Como se mencionada anteriormente quizás una de las polémicas más importantes en el caso concreto del Plan Colombia,  son las críticas realizadas en torno a la combinación de dos objetivos de seguridad esenciales, el primero de ellos el tratamiento al narcotráfico y el segundo la disuasión a la insurgencia armada, cuestiones que si bien en la práctica se encuentran traslapados, requerirían de un tratamiento diferencial más marcado. 

De manera paralela se planteaban observaciones y reservas respecto a la militarización� de la implementación de la estrategia antinarcóticos, y se debatía respecto a que tipo de fuerza (policía o ejército) debería participar en su ejecución. En ese sentido, la tradicional cooperación estadounidense con la Policía Nacional se soportaba sobre la percepción de mayor eficiencia y menor problemática de derechos humanos que rodea a esta institución.



  No obstante la atención y presión sobre los grupos armados que hacían parte de esta estrategia suponían la participación de las distintas fuerzas. En ese sentido, se planteaba incluso que el Plan Colombia podría llegar a ser un instrumento altamente efectivo para catalizar el fortalecimiento del ejército, en tanto que los condicionamientos y exigencias operacionales derivadas de los acuerdos de cooperación podrían servir de incentivos para la transformación institucional y la depuración de ciertas prácticas.� Cuestión que por los mismos motivos podría ser extrapolada y aplicada a la transformación y fortalecimiento de la Policía Nacional; sin embargo, como veremos más adelante el alto flujo de recursos y la mayor represión sobre las organizaciones delictivas ha incidido, podríamos afirmar que hasta negativamente, en el proceso de transparencia e imagen institucional de la Policía Nacional

 Uno de estos efectos tiene su origen en la caracterización y concepción  de estas estrategias antinarcóticos como represivas, es decir,  a través de sus criterios de control  sobre los extremos de la cadena de producción,  presión sobre los cultivadores y sobre los traficantes hace que quien la ejecuta, en este caso la Policía, presente un relacionamiento de carácter represivo con estos actores que forman parte de la comunidad.� Un caso muy claro se dio en el año 1996 cuando con evidente presión de los movimientos guerrilleros, los campesinos del departamento del Putumayo y Guaviare en donde  se manifestaron en contra de las políticas de erradicación de cultivos, y tuvieron roces con miembros de la Policía, que tenían como misión el control del orden público. Casos un poco más dramáticos, como la persecución y asesinato a cargo de sicarios de los miembros de la institución que estuviesen relacionados con la persecución a los principales capos del narcotráfico, específicamente en los barrios populares de Medellín. Entonces, en cierta medida la relación con connotaciones represivas, que en el marco de la lucha antinarcóticos se puede entablar con la sociedad, y afecta el papel de cooperación “e integrada con la comunidad en la construcción de una convivencia solidaria, pacífica y segura.�” 

 A su vez, esta concepción ha ido permeando los idearios de los miembros de la institución, quienes públicamente han manifestado que la problemática relacionada a los cultivos ilícitos es una dinámica netamente criminal: “el motor de la cadena es más de orden criminal que de orden social. Son más los que quieren enriquecerse del fenómeno que los que solo buscan subsistir”� Así pues la aproximación más preventiva que represiva estaría siendo descartada de antemano.



Cuestiones a las que se les suma, la percepción de algunos sectores de que  esta estrategia es  inadecuada frente a las necesidades percibidas como prioritarias  en materia de seguridad, “la militarización de la confrontación con el narcotráfico es una estrategia ajena que no necesariamente corresponde a la lucha que debe o puede librar el país y que ha bloqueado las opciones de redefinir las políticas relacionadas con la seguridad”� Al tiempo que el nexo entre actores subversivos y el negocio de las drogas ilícitas ha posibilitado que se los primeros puedan ser considerados como  actores que han dejado de ser sujeto de demandas políticas, para equiparse a simples delincuentes comunes; mientras que el segundo aspecto de la lucha contra las drogas ilícitas conlleva a su vez a desviar la atención a las problemáticas del desarrollo y de la crisis del campesinado, a ser abordadas como un problema exclusivamente de seguridad.�   

De manera paralela se presentan argumentos como que las autoridades encargadas de la implementación de las estrategias antinarcóticos no estarían interesados en lograr estos objetivos manifiestos sino que, “es posible que quieran equipos y ayuda de Estados Unidos, pero su verdadero interés militar es combatir las insurgencias de izquierda, no la droga”�

 En esa misma dirección podrían concebirse los planteamientos de que si bien la solicitud de ayuda y cooperación internacional en el marco de la lucha antinarcóticos es necesaria, las dificultades más claras comienzan en el momento en que se da una “subordinación a intereses estadounidenses de lucha contra drogas, en una estrategia ambigua y con posibilidad de resultados contraproducentes.”�

De esta manera, la aplicación de estas estrategias nos llevan a una doble consideración, por un lado no hay un consenso sobre la efectividad y pertinencia de estas dentro de la comunidad; así como la actividad e involucramiento de una fuerza de seguridad civil, en una aproximación (narcotráfico-subversión) no es la más adecuada para los fines de o imperativos estratégicos planteados por la institución, tales como participación ciudadana y transparencia y efectividad, este desarrollado a continuación.

El involucramiento tanto de la Policía como de los ejércitos nacionales en la lucha contra las drogas ha abierto espacios para eventos de corrupción. El poder de influencia que tienen los altos montos de recursos que se mueven en las economías ilícitas y el efecto que sobre estos mercados produce el fortalecimiento de la capacidad de interdicción y control de producción aumenta los incentivos y se “produce una corrupción endémica (...) se insta a funcionarios del gobierno, policías y militares a canjear sus capacidades de interdicción por su participación en las ganancias.”�  En contraste, algunos funcionarios estadounidenses se plantean que en tanto que los recursos son provenientes de cooperación internacional, la presión diplomática y política para el uso eficiente de estos recursos es mayor, haciendo entonces que se reduzca la corrupción institucionalizada; en parte por el acompañamiento de estas estrategias con compromisos de sanciones e incluso retiros de miembros implicados en estos eventos. 

El caso colombiano no esta exento de estas dinámicas; por el contrario se han producido algunos eventos muy particulares que han puesto en entredicho los avances en materia de lucha antinarcóticos y especialmente la imagen institucional�. En el caso particular de Policía el evento más reciente implica a cerca de 20 funcionarios de la Policía del departamento del Atlántico, muchos de los cuales tenían una carrera consolidada dentro de la institución. El caso concreto refiere a la incautación por parte de miembros de la Policía Nacional de cerca de tres toneladas de cocaína y su posterior devolución a los narcotraficantes quienes pagaron 2.000 millones de pesos por recuperar nuevamente  la mercancía. 

Además de estos incidentes, se han develado problemas de inteligencia y de filtración de la información de importantes operativos antinarcóticos de parte de miembros de la institución, como en el caso de la Operación Conquista en la cual se logró la captura de  Samuel Santander Lopesierra, el “hombre Malboro”  y otros miembros del cartel de la Costa, quienes estaban siendo informados por un oficial de inteligencia.

Dentro de estos eventos de conducta delictual , los recursos del Plan Colombia no han sido la excepción, la Embajada estadounidense denuncio en agosto del 2002 el desvío de cerca de dos  millones de dólares por parte de cerca de 20 miembros de la policía antinarcóticos�. Cuestión que sumado al cargo de enriquecimiento ilícito en contra del  jede de seguridad del hasta entonces Presidente Pastrana, el Coronel Royne Chávez�, precipito la renuncia del Director de la Policía General  Luis Ernesto Gillibert.�

La problemática de la corrupción a su vez ha tensionado las relaciones entre la Policía Nacional y el Ejército. En el caso del escándalo de la devolución de dos toneladas de cocaína y armamento a un grupo paramilitar en el departamento del Atlántico. En un primer momento la responsabilidad recayó sobre el General del Ejército Gabriel Díaz Ortiz y  conllevo a su retiro; posteriormente éste planteo que el Director de la Policía Nacional, General Teodoro Campo, había tenido conocimiento de este hecho ocho meses antes de develado el escándalo a la opinión pública, pese a que en el momento de su develación anunciaba el desconocimiento de estos hechos.

De esta manera, se puede evidenciar, que los casos de corrupción cada vez se muestran como episodios de un muy alto nivel, implicando a personal oficial y responsables de la implementación y administración de los recursos de cooperación;  sin embargo, quizás es la vigilancia e inspección de estos recursos  por parte de las agencias y gobiernos extranjeros y el compromiso que conlleva su recepción los que han permitido una mayor difusión y mayor alcance de las sanciones en este aspecto. Sin embargo, resulta bastante negativo para el proceso de transparencia y fortalecimiento institucional  el nivel, volumen e implicaciones de estos eventos. 



De luces y sombras al fortalecimiento de la Policía Nacional

Como se menciono a lo largo de este documento, la incidencia de la cooperación internacional, concretamente la estadounidense ha tenido unas repercusiones muy disímiles, y hasta ambiguos, dentro del proceso de transformación y modernización de la Policía Nacional. Por un lado el énfasis en la cooperación directa ha significado un posicionamiento de la imagen institucional en el plano internacional muy positivo, se les ha reconocido como una organización eficiente y comprometida con el cumplimiento de las metas en temas de lucha antinarcóticos, los resultados operacionales y  el creciente flujo de recursos financieros y técnicos ilustran esta situación. (véase cuadro N°5)  Mientras que  el cada vez más marcado acento de sus actividades en lucha antinarcóticos y a través de ella de interdicción y represión, y su involucramiento en el conflicto armado interno han llevado a que el tema de la seguridad ciudadana�, en el plano nacional haya sido bastante descuidada, con los consecuentes efectos que tiene esto en el plano de la prevención del delito, reducción de la criminalidad, temática que se constituye en una fuente importante de inseguridad interna. Así mismo, la percepción y prácticas represivas que se derivan de la aplicación de estas estrategias puede, y en algunas zonas del conflicto lo ha hecho, alejar a la ciudadanía de la institución, la cual para su fortalecimiento y modernización requiere del concurso de los individuos�. 



RESULTADOS OPERACIONALES DIRECCIÓN ANTINARCÓTICOS

Primer Semestre 2003

Operación�Resultado��Incautaciones�11.886 kilos de base de coca, cocaína y basuco���3.624 kilos de marihuana���24 kilos derivados opiáceos ���303.276 galones de insumos líquidos���176.305 kilos  de insumos sólidos���117 armas���34 aeronaves���180 vehículos���190 embarcaciones���170 laboratorios de base, 35 cristalizaderos��Capturas�548 personas��Resultados Fumigaciones�50.916 hectáreas��







             Fuente: Policía Nacional-Sistema de Información para la Planeación Estratégica

              Y Control de la Gestión Policial 



Por otro lado, no se podría desconocer el avance que ha supuesto la cooperación internacional en cuanto a mejoramiento de equipos, entrenamiento e infraestructura. En ese sentido, la tendencia hacia la mayor cooperación y ayuda de los Estados Unidos en materia de lucha antinarcóticos, destinada hacia la Policía Nacional se mantiene. Para el año 2004 se presupuesto recursos del orden de los 463 millones de dólares, de los cuales el 67.6% se destinaría a los programas severos de interdicción y erradicación. De este rubro la Policía Nacional recibiría 147.5 millones de dólares, orientados  a apoyar la aviación, la erradicación aérea, la interdicción y prestar apoyo administrativo.� 

Sin embargo, las polémicas continúan e implican la autonomía de nuestro país de alguna manera, recientemente se debatió mucho respecto a la propuesta estadounidense de restringir la ayuda militar orientada a los países que no hubiesen aceptado eximir de la jurisdicción del Tribunal Penal Internacional, situación en la que se encuentra Colombia y que supondría entonces la suspensión de la ayuda; sin embargo el gobierno estadounidense clasifico la ayuda antinarcóticos como una situación especial  que no se afectaría por esta medida.�  No obstante, en términos generales la presión a través de la imposición de lo que sería considerado como una sanción económica, que afectaría otros rubros de cooperación no tan sensibles, pero si importantes (cooperación para el desarrollo, etc), resulta de destacar.

Al tiempo que se formulan serios cuestionamientos a la efectividad de la lucha antinarcóticos, y se llega a afirmar que las políticas sustentadas en la reducción de la oferta, ignoran que la cocaína cumple con condiciones para ser considerada una mercancía transnacional,�por lo tanto la lucha o “guerra” contra las drogas no tiene un enemigo tradicional, por lo tanto no consiste en la posibilidad de atacar a un ejército regular ni insurgente, se trata de atacar y frenar un mercado económico.� Aproximación que dentro de las agendas gubernamentales e institucionales deja de ser clara, en tanto que se aborda como un problema netamente de seguridad. Lo cual esta estrechamente relacionado a las características de la internacionalización de Colombia en tanto que se habla de una inserción negativa, es decir, se emplea la restringida capacidad negociadora de este país para tener la posibilidad de obtener ventajas especificas en un asunto particular, especialmente  económico y militar, a causa de la posesión de ciertos “atributos” que le permiten tener algún nivel de influencia�. En el caso particular, el tema de las drogas ha permitido posicionar en la agenda nacional e internacional diversos temas que han sido priorizados en  su momento, como la paz, las preferencias comerciales y arancelarias, o la estabilización política en momentos de crisis.

Entonces, la modernización y fortalecimiento de las instituciones encargadas de la seguridad y la defensa no pueden entenderse al margen de las dinámicas que suceden entorno a ella. En nuestro caso particular, el proceso de “reinvención” de la Policía Nacional esta mediada por las condiciones domésticas e internacionales, dentro de las cuales la cooperación  internacional es un pilar especial en la agenda gubernamental.

Esta aproximación quizás ha sido muy restringida, no obstante  pretendía brindar algunas luces en un tema aparentemente poco profundizado, a la larga la finalidad era abrir un espacio para la reflexión en torno a la incidencia de unas estrategias macro en un proyecto de construcción institucional. A la vez, que esta luz permite encontrar zonas oscuras que quedaron por fuera de nuestro trabajo y aspectos en la sombra que incipientemente se empezaban a dibujar. Zonas que necesariamente deberán ser objeto de nuevos planteamientos y cuestionamientos en la perspectiva de repensar la seguridad.  
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ABSTRACT



En este documento se pretende demostrar hasta que punto  las políticas públicas implementadas en materia de seguridad ciudadana en las tres últimas administraciones distritales (Antanas Mockus 1995 - 1997, Enrique Peñalosa 1998 - 2000 y Antanas Mockus 2001 – 2003) son producto de una visión más integral sobre el concepto de seguridad, lo que a su vez ha permitido una mayor continuidad y coherencia entre las mismas  redundando en frutos para la ciudad. Con el fin de cumplir con este objetivo, en un primer momento se presenta un marco teórico sobre el concepto de Seguridad Ciudadana siguiendo la línea de investigación que al respecto viene desarrollando la Organización de Naciones Unidas a partir de  1994. A continuación se desarrolla un análisis comparativo entre las políticas públicas de seguridad ciudadana han desarrollado las tres ultimas administraciones distritales con el fin de establecer el grado de  continuidad y coherencia existente entre ellas, demostrando de esta forma que su gestión se ha desarrollado bajo un nuevo enfoque en la materia. Por último se dejan a juicio del lector un conjunto de recomendaciones al respecto que pueden contribuir a un mejor manejo del tema de la “seguridad ciudadana” en Bogotá.





La finalización de la  II Guerra Mundial  trajo consigo la creación de un mundo  bipolar, basado en dos sistemas económicos y sociales contrapuestos con  altos niveles de armamentismo. Este período denominado “La Guerra Fría” limitó el campo de las relaciones internacionales a la reproducción de los modelos propios de la teoría realista.  Reduciendo de esta forma,  el concepto seguridad a la protección  del territorio contra la agresión del enemigo, la defensa de los intereses nacionales en  política exterior y los esfuerzos tendientes a evitar el holocausto nuclear (Foro sobre Seguridad Convivencia Ciudadana, 1997)



A partir de 1945 se construye una noción  de seguridad completamente ajena a la vida de los seres humanos y a las necesidades de los ciudadanos comunes. La estrechez del concepto logra “dejar de lado las preocupaciones legítimas de la gente común que procuraba tener seguridad en su vida cotidiana” (Organización de Naciones Unidas, 1994) dando prioridad a las preocupaciones e intenciones que cada estado - nación tenía según el bloque  al que pertenecía. 



No obstante, la finalización de la  guerra fría permitió la  aparición  de numerosos centros de poder económico capaces de modificar el patrón determinado en las relaciones internacionales, generando de esta forma un replanteamiento del concepto de desarrollo y por consiguiente de la noción de  seguridad. La pobreza, el subdesarrollo, las crecientes presiones demográficas y el deterioro ambiental, entre otros muchos factores, se transformaron en  evidencias claras de las innumerables crisis que afectan actualmente a todos los seres humanos. En consecuencia surge  la necesidad de reconocer que la seguridad de los seres humanos “se expresa en un niño que no muere, una enfermedad que no se difunde, un empleo que no se elimina, una tensión étnica que no explota en violencia, un disidente que no es silenciado.  La seguridad humana no es una preocupación por las armas: es una preocupación por la vida y la dignidad de las personas” (ONU, 1994)



Este documento pretende dar a conocer las políticas públicas más relevantes implementadas en Bogotá en materia de seguridad ciudadana desde mediados de la década de los años 90, con el fin de explicar porque las tres últimas administraciones distritales han construido una política de Distrito en este aspecto, motivo por el cual hoy se considera Bogotá una ciudad ejemplo para otras ciudades América Latina





Factores que permitieron la construcción de esta política de Distrito 



A principios de la década de los años 90 la violencia en Colombia adquirió nuevas magnitudes producto de la agudización del conflicto interno armado después de los intentos fallidos de negociación, por parte del entonces presidente doctor Virgilio Barco, con los grupos alzados en armas. El terrorismo, el crimen y la intimidación que trajo consigo la consolidación de los carteles del narcotráfico en las zonas de mayor desarrollo económico del país, unido a las medidas tomadas por el Estado para controlar diferentes factores que perturbaban su estabilidad� y al aumento progresivo de las tasas de violencia� - homicidio en accidentes de tránsito, atraco callejero y asalto bancario - influyeron de manera decisiva en los niveles de inseguridad que empezaron a percibir los ciudadanos bogotanos en su cotidianidad.



En medio de este contexto el 5 de febrero de 1991� se instaló la Asamblea Nacional Constituyente con el fin de reformar la Constitución Política que había regido al país por más de 100 años. Producto de este proceso el 4 de julio de 1991 se ratificó la nueva Constitución Política de Colombia, que consagró entre otros el derecho a la vida digna, la paz, la libre expresión, la libre circulación por el territorio nacional entre otros. De igual forma, la Constitución determinó en el título XI “De la organización territorial” artículo 322 la categoría de Distrito Capital para la

ciudad de Bogotá lo que años más tarde permitió la creación del Estatuto Orgánico de la Ciudad (decreto 1421 de 1993) durante la administración del doctor Jaime Castro.



De forma paralela a la entrada en vigencia de las disposiciones antes mencionadas la elección popular de alcalde en Bogotá generó a su vez un proceso de construcción de la agenda distrital con relación a las necesidades cotidianas de los ciudadanos bogotanos. Lo anterior colocó en primer reglón el tema de la seguridad ciudadana en un periodo en el cual la capital presentó una tasa promedio de 83 homicidios por cada 100.000 hab.



En 1988, el Distrito Capital eligió su primer alcalde por voto popular,  el doctor Andrés Pastrana Arango, quien reconoció que la seguridad “no puede pensarse solamente en términos de presencia policiva y de suficiencia en el campo de las comunicaciones; y que a ésta pertenecen factores como el alumbrado público, la acción del cuerpo de bomberos y la colaboración de la comunidad” (Pastrana, 1989). Pese a ello, la política pública en torno a la seguridad ciudadana continuó desarticulada. Constituyéndose sólo en un conjunto de programas que desde su perspectiva  particular propendían  por la totalidad de la seguridad del Distrito. Los intentos por recuperar el espacio público, los programas diseñados frente a la problemática de la drogadicción y el fomento de las relaciones entre la comunidad y autoridad, más conocido como el programa del  “Buen Vecino”�, se constituyeron en los primeros avances en cuanto a políticas públicas  preventivas en materia de seguridad ciudadana en Bogotá. 



Por su parte, Juan Martín Caicedo Ferrer (1990-1992) estableció una serie de medidas en torno al tema de la seguridad ciudadana; teniendo como premisa la siguiente afirmación: al no haberse visto afectada la capital de la República por las tremendas modalidades de delincuencia  del mundo moderno -“sicariato”- las acciones del Distrito debían atender las necesidades básicas de la población ubicada en la zona de Ciudad Bolívar. Las políticas diseñadas por esta administración distrital se constituyeron en una  prueba de la carencia de una noción adecuada del concepto de seguridad ciudadana, que limita la noción a la existencia de ciertos elementos generadores de inseguridad en todo territorio. Pensar que Bogotá no tiene problemas de seguridad ciudadana porque no tiene sicarios cuando otras ciudades si, es desconocer por completo la magnitud del problema. Sin embargo, la creación de la Consejería de Seguridad Ciudadana (1991), es un avance institucional que más adelante se fortalecerá junto con los Comités zonales creados en el mismo período.  



Jaime Castro en su plan de desarrollo, Prioridad Social, tuvo como objetivo el crecimiento armónico e integrado de la ciudad a partir del desarrollo de políticas de mejoramiento de la calidad de vida y de la definición de un nuevo modelo para administrar la capital, modelo en el que la descentralización es pieza fundamental (Cámara de Comercio, 2000). En este marco de acción Bogotá recibe el Estatuto Orgánico de la ciudad por medio del decreto 1421 de 1993.

A partir de la alcaldía en mención Bogotá empezó a proyectarse como una ciudad para el siglo XXI, productiva y competitiva. No obstante, los esfuerzos realizados en el  ámbito de seguridad ciudadana  se limitaron a procurar los aportes logísticos y tecnológicos para una buena gestión de la Policía; desconociendo los esfuerzos de las anteriores administraciones en cuanto al fortalecimiento de las relaciones entre la comunidad y la autoridad y los programas preventivos que buscaron modificar ciertos comportamientos por parte de los ciudadanos que generaban altos niveles de inseguridad.



Todo lo anterior nos permite concluir que las políticas públicas diseñadas e implementadas en seguridad ciudadana en Bogotá entre 1988-1995 presentan tres fallas fundamentales en su conjunto: 1. las políticas fueron diseñadas con el mínimo de información posible sobre el tema, presentando de ésta forma fallas técnicas que limitaron el concepto y carecían de una articulación coherente entre sus componentes. 2. Como consecuencia de lo anterior, en el diseño e implementación de las políticas nunca fueron convocadas todas las instituciones implicadas en el desarrollo del tema. Esto  ocasionó que el fortalecimiento institucional que se logró en algunas entidades distritales bajo ciertas administraciones no fuera continuo ni acoplado a las necesidades. Lo que obviamente ocasionó que las políticas de seguridad ciudadana no se diseñaran de forma consustancial con el resto de las políticas del gobierno. 3. Las rupturas trascendentales entre una y otra política generaron vacíos en los lineamientos fundamentales, no permitiendo un trabajo conjunto entre el nivel nacional y el local.



Pese a lo anterior, es importante reconocer que  por primera vez y después de casi 40 años se empieza a tratar el tema de la seguridad ciudadana desde el nivel local, logrando sacar de la lógica del concepto de seguridad ciudadana el concepto de seguridad nacional





Seguridad ciudadana: política de Distrito en Bogotá  



Antanas Mockus fue elegido alcalde para el periodo 1995 -1997. Su plan  de gobierno  se articuló con base en cuatro puntos fundamentales: a qué me comprometo, por qué esos compromisos, cómo enfrentar esos compromisos y cómo se debe trabajar. “Me comprometo a defender el patrimonio colectivo actuando prioritariamente sobre la Cultura Ciudadana, el espacio público y la calidad ambiental. A impulsar el progreso social y la fertilidad económica de la ciudad, contribuyendo al progreso social (entendido en términos de calidad de vida, de desarrollo humano y de convivencia social)  ayudando a mejorar la  productividad urbana (con inversiones de apoyo a la producción)  y a recuperar la legitimidad institucional” (Antanas Mockus, 1994)



Su Programa de Gobierno “Formar Ciudad” fue diseñado entorno a seis prioridades: Cultura ciudadana, Medio Ambiente, Espacio Público, Progreso Social, Productividad Urbana y Legitimidad Institucional. Y seis megaproyectos, estrategias que trascenderían el horizonte temporal de su administración;  el Plan Integrado de Transporte, la Recuperación del Rió Bogotá, el Desarrollo del Borde Occidental de la ciudad, la Infraestructura metropolitana: Santa Fe I, el Plan de acción social en salud, educación y empleo y la Seguridad Ciudadana.



El megaproyecto número 6 se articuló en  cinco líneas de acción: 1. participación ciudadana, 2.  infraestructura, 3. desarrollo institucional, 4. tránsito y transporte,  y 5. cultura y recreación. Para un total de 33 proyectos que en algunos casos le valieron reconocimiento internacional por parte de la ONU, la UNESCO, la SISPCAN.



Enrique Peñalosa  implementó su Plan de Desarrollo Económico, Social y de Obras Públicas, “Por la Bogotá que queremos”  mediante el Acuerdo número 06 de marzo 30 de 1998. Compuesto por siete prioridades: Desmarginalización, Interacción Social,  Ciudad a Escala Humana, Movilidad Urbanismo y Servicios, Seguridad y Convivencia y Eficiencia Institucional; y cinco proyectos prioritarios a desarrollar con la colaboración de otros niveles territoriales y el sector privado: Sistema Integrado de Transporte Masivo, Construcción y mantenimiento de Vías, Banco de Tierras, Sistema Distrital de Parques y Sistema Distrital de Bibliotecas.



Su objetivo era “generar un cambio profundo en la manera de vivir de los ciudadanos, devolviéndole la confianza a todos los bogotanos en su capacidad para construir un futuro mejor y dinamizar el progreso social, cultural y económico” (Acuerdo N º 6 de 1998). La prioridad número cinco Seguridad y Convivencia buscó “prevenir y sancionar los comportamientos que lesionan el bienestar de los ciudadanos e impulsar aquellos que promueven la paz, la solidaridad, el respeto y la vida en comunidad”. 



Esta prioridad se materializó mediante 5 proyectos: a. Cualificación y fortalecimiento institucional para la seguridad ciudadana, b. Desarrollo normativo y fortalecimiento de la acción coordinada entre las autoridades de policía y la ciudadanía, c. Promoción de la solidaridad y compromiso para la convivencia ciudadana, d. Fomento al buen uso del tiempo libre y el espacio público y e. Prevención de riesgos y atención de emergencias.



Para el periodo 2001 – 2004 es reelegido como Alcalde Mayor el Doctor Antanas Mockus con un nuevo plan de gobierno denominado “Bogotá para vivir  todos del mismo lado” el objetivo general del plan es “avanzar hacia una ciudad construida colectivamente, incluyente y justa, amable con los niños y los viejos, donde aprendamos a vivir en paz con nuestra conciencia y con la ley; una ciudad económicamente competitiva en producción de conocimientos y servicios; una ciudad donde lo público es sagrado” Bajo este orden de ideas el plan se articula en torno a 7 objetivos específicos prioritarios:  Cultura Ciudadana, Productividad, Justicia Social, Educación, Ambiente, Familia y Niñez y Gestión Pública Admirable. A su vez el objetivo de cultura ciudadana se articula en torno a 4 estrategias: Impulsar el cumplimiento de normas, propiciar cultura democrática, propiciar la comunicación y la solidaridad entre las personas mediante el uso de los espacios públicos.



Establecer sí se empezó a construir una política de Distrito en materia de seguridad ciudadana durante este período implica reconocer que una política de Distrito al igual que una política de Estado, es producto de un proceso acumulativo de años en el que ha sido posible impregnar todos los niveles administrativos, territoriales y sociales con la misma. Existen  cuatro aspectos básicos que permiten determinar hasta que punto existe una política de Distrito: 1. la existencia y definición de un objeto para la política, 2. la voluntad  para trabajar en torno al objetivo, 3. la visión de largo plazo que le permite superar las orientaciones propias de cada gobierno y 4. la adecuación del ordenamiento jurídico con el objeto de la política. 





La existencia y definición de un objeto para la política.



Durante la administración de Antanas Mockus se vio la necesidad de “fortalecer las barreras sociales y culturales frente a  la transgresión  y agresión de la norma,  la prevención y atención de emergencias y el apoyo de la convivencia pacífica y la tramitación concertada de los conflictos” (Cámara de Comercio, 1996) Los  programas de convivencia entre conductores y peatones, las medidas de control para sancionar a conductores y peatones embriagados (Entregue las llaves, Saber beber, Uso responsable del alcohol) intentaron trabajar los comportamientos y las conductas de los ciudadanos que generan factores de inseguridad partiendo de la siguiente premisa “es necesario que los ciudadanos  reconozcan  contextos y en cada contexto respetar las reglas correspondientes” (Decreto  N º 295, Junio 1 de 1995)



Asimismo, durante la administración de Enrique Peñalosa los programas dirigidos a la promoción de la solidaridad y compromiso para la convivencia ciudadana (Art. 26, Acuerdo N º 06 de 1998) buscaron impulsar cambios en la conducta y los comportamientos de los ciudadanos con el fin de mejorar los niveles de seguridad ciudadana. En este marco lógico se intentó  “impulsar el cumplimiento de  distintas normas en materia de tránsito, espacio público y aseo, las cuales se reconocieron como vitales para la armonía ciudadana”. Además se admitió que un aspecto fundamental para  el fortalecimiento de la convivencia ciudadana “es la valoración que el ciudadano debe darle a su entorno y, en particular, la forma como interactúa con él”  (Acuerdo Nº 06 de 1998)



Durante la actual administración del Doctor Antanas Mockus se determinó la cultura ciudadana como uno de los 7 objetivos prioritarios de la administración, concebida bajo el aumento en el cumplimiento voluntario de normas, la capacidad de celebrar y cumplir acuerdos y la mutua ayuda para actuar según la propia conciencia, en armonía con la ley y promover la comunicación y la solidaridad entre los ciudadanos. De esta forma, el primer programa de la estrategia “cumplimiento de las normas” denominado Apreciar las normas y admirar lo bueno, se articula bajo la siguiente  idea “difundir las normas y propiciar su acatamiento voluntario, poniendo en evidencia su fundamento democrático y los beneficios obtenidos al cumplirlas” De esta forma las metas de este gran programa son: el incremento del número de personas que acata las normas básicas de convivencia y el incremento del número de personas que no justifican transgresiones a la ley.



Esta coincidencia en las orientaciones de las tres últimas administraciones permite establecer que las autoridades de la ciudad entendieron que la seguridad ciudadana no se limita a un problema de estadísticas de los delitos de mayor impacto en la ciudad, o a un aumento inminente del pie de fuerza, sino que esta problemática implica la inclusión de las normas de comportamiento, la conducta de los ciudadanos, una acción conjunta por parte de la comunidad y las autoridades y una consustancialidad entre todas las políticas distritales. A partir de  la primera administración de

Antanas Mockus, la seguridad ciudadana empieza a ser concebida como una responsabilidad local, en este caso del Distrito Capital que no recae sobre el nivel nacional. (Secretaría de Gobierno, 2000) lo que se constituye en un avance cualitativo en la materia.

 



La voluntad  para trabajar en torno al objetivo



La seguridad y convivencia ciudadana constituyeron una parte fundamental de la agenda distrital a principios de la década de los años 90  debido a dos factores fundamentales: 



En 1993 las cifras de violencia y delincuencia en la capital alcanzaron a superar el promedio nacional, como puede observarse en la Gráfica 1.



A principios de la década, la competitividad y productividad de Bogotá se convirtieron en un punto de la  agenda. En un primer intento por responder a esta necesidad la Cámara de Comercio de Bogotá crea un espacio denominado Fuerza Capital que contrató un  estudio de competitividad para Bogotá en 1997 con la compañía de consultoría  Monitor Company del profesor Michael Porter de la Universidad de Harvard; publicado en abril de 1998 bajo el título “La Bogotá que todos soñamos”.Entre los factores que el estudio determinó modificar para hacer de Bogotá una ciudad competitiva en el siglo XXI, se encuentra  la seguridad y la convivencia ciudadana; “Bogotá  debe reconocer que el nivel de seguridad proviene de causas tangibles e intangibles” (Cámara de Comercio, 1997)



Grafica  N º 1

HOMICIDIO COMUN EN BOGOTA D.C.

TASA POR 100.000 HABITANTES 1991 - 2002
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Existen dos parámetros que nos permiten establecer si ha existido voluntad para trabajar en torno al tema:





Fortalecimiento institucional

Una política pública coherente, bien formulada y con visión de futuro fortalece a las instituciones que la desarrollan. De igual forma un conjunto de instituciones fuertes y activas ayudan a fortalecer una política pública con las  mismas características. La primera administración Mockus trabajó el fortalecimiento institucional en dos campos específicos:



La Secretaría de Gobierno antes de 1996 trabajó de manera desordena y con personal poco capacitado en un conjunto amplio y heterogéneo de temáticas. Esta situación condujo a que la administración de Antanas Mockus mediante el decreto 495 de 1996 creará  la  Subsecretaría de Asuntos para la Convivencia Ciudadana, compuesta por dos dependencias: la Dirección de Derechos Humanos y Apoyo a la Justicia y la Dirección de Seguridad Ciudadana. Con la creación  de ésta Subsecretaría la Administración buscó establecer una institución capaz de articular las decisiones, las funciones y las políticas que en seguridad y convivencia ciudadana desarrollaban diferentes entidades�. La Subsecretaría continuó con su gestión durante la administración de Enrique Peñalosa, con una nueva dependencia, la Dirección de la Cárcel Distrital. Durante la actual administración la Subsecretaría se ha fortalecido aun más al punto que en los debates acerca de la reforma administrativa del Distrito organizaciones como la Cámara de Comercio de Bogotá sugieran que esta se convierta en una Secretaría más del Distrito. 



Esta estructura administrativa permitió una institucionalización del tema, lo que la convierte en un medio eficaz para la consolidación de una política de Distrito en seguridad y convivencia ciudadana. La institucionalización del tema fue un avance cualitativo que resulta apropiado como lo sugiere Paul Sabitier y Daniel Mazmanian (1993) para la consolidación de una política “la creación de una nueva instancia con la finalidad especial de administrar la política pública permite un mayor nivel de compromiso por parte de los funcionarios con la misma, debido a que necesariamente ésta será su más alta prioridad”�. 



El fortalecimiento de la Policía Metropolitana, durante el periodo 1995 -1997 se presentó en dos frentes de acción. Vía recursos la administración transfirió a través del Fondo de Vigilancia y Seguridad un total de 58.885.038.107 de pesos. La administración siguiente continuó con esta tendencia y sobrepasó los 100.000 millones de pesos en inversión. El alto índice de inversión de las dos administraciones en la Policía Metropolitana buscó mejorar la tecnología y recursos materiales con los que cuenta esta institución. Con el fin de brindarle un soporte material que le permitiera presentar mayores índices de eficiencia y eficacia en su labor. No obstante, es importante resaltar que no existe una evaluación al respecto en los últimos 5 años, sólo se conoce de un estudio previo realizado en diciembre de 1995 por Yankelovich Acevedo y Asociados para el mejoramiento de la institución presentado al Alto Comisionado Nacional para la Policía, que sólo se refiere a las percepciones ciudadanas y no a la rentabilidad de la inversión.



Con el fin de profesionalizar el recurso humano de la Policía Metropolitana, el Instituto de Cultura y Turismo desarrolló el proyecto “Formación para Formadores ciudadanos”. Sus objetivos eran mejorar las relaciones entre la Policía y la comunidad, cualificar “el saber hacer del policía como servidor público”, elevar el nivel de autoestima del policía y contribuir en el proceso de modernización y profesionalización de la institución. Este programa contó con la participación de 4.200 agentes. En el mismo sentido la administración Peñalosa continuó asignando recursos para esta labor; añadiendo un nuevo componente, el control de la corrupción en esta institución.



La inversión destinada a capacitar el recurso humano de la Policía Metropolitana y el interés del Distrito en asistir a esta institución; colocó en el debate público la trascendencia del alto nivel de rotación del personal de la institución y las implicaciones que tiene para ésta el alto porcentaje que ocupan los auxiliares bachilleres en su conformación. Éste personal es temporal porque se encuentra prestando el servicio militar motivo por el cual sus funciones son limitadas.



En materia de fortalecimiento institucional, la administración Peñalosa creó las Unidades Permanentes de Justicia UPJ, fortaleció las Inspecciones de Policía vía recursos y colocó en funcionamiento 12 Comisarías de Familia encargadas de tratar la violencia intra familiar y el maltrato infantil. Las Unidades Permanentes de Justicia, UPJ, se convirtieron en dependencias distritales que buscaron brindar un apoyo administrativo y operativo en seguridad y convivencia ciudadana. Su misión era “rescatar el cumplimiento de la normatividad vigente, mediante la coordinación institucional de acciones preventivas que condujeran al mejoramiento de la convivencia y la seguridad ciudadana, devolviéndole a la comunidad la confianza en las autoridades”. De esta forma, se coordinó un trabajo entre la Fiscalía General de la Nación, el Instituto de Medicina Legal, las Inspecciones de Policía, la Policía Metropolitana, el Departamento Administrativo de Bienestar Social y las dependencias del Ministerio Público.



Es importante resaltar que el fortalecimiento institucional por el cual propendió la administración Peñalosa mediante la creación de las UPJ tuvo como razón de ser el imperativo de “sancionar a quien infringiera la norma”. Mientras que el apoyo institucional que se brindó a las Comisarías de Familia y las Unidades de Mediación y Conciliación buscó fortalecer las acciones preventivas por parte de las autoridades. El fin fue establecer “un balance entre las actuaciones de la autoridad y el comportamiento de los ciudadanos, entre las acciones de prevención y protección” (Acuerdo N º 06 de 1998)



Unido a esto, las políticas sobre seguridad y convivencia ciudadana empezaron a tener un manejo interinstitucional por la continuación de los Consejos Locales de Seguridad que tuvieron origen durante la administración de Caicedo Ferrer; el Consejo Distrital de Seguridad y el Comité de Vigilancia Epidemiológica que se institucionalizaron durante la administración Mockus; y el Comité de Seguridad que entró en vigencia durante la administración. Peñalosa.



Durante la presente administración la Subsecretaría de Seguridad Ciudadana empezó la gestión pertinente ante la organización como la Cámara de Comercio de Bogotá y el Concejo de Bogotá para la consolidación de un Número Único de Atención de Emergencia 123, con el fin de diseñar e implementar la plataforma tecnológica necesaria en Bogotá para el manejo de diferentes problemáticas de seguridad, emergencias, desastres, entre otros. Así mismo;  las inspecciones de policía se vienen adelantando procesos de unificación de procedimientos e implementando un formato para la captura de información estadística que busca facilitar a futuro el análisis de la información local en materia de convivencia.

Así mismo, en  la Policía Metropolitana  se dio inició a la capacitación de los primeros cien funcionarios del área de investigación criminal de la Secretaría de Salud, el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses, la Fiscalía General de la Nación, el Cuerpo Técnico de Investigación y la Policía Nacional  con lo cual se busca optimizar la coordinación de acciones interinstitucionales que permita el manejo de la totalidad de los hechos delictivos. 





Aprender de los éxitos y los fracasos



Aprender de los éxitos y los fracasos propios y ajenos se constituye en una de herramienta clave al momento de formular políticas públicas en seguridad y convivencia ciudadana. La primera administración Mockus y la administración Peñalosa presentaron un avance tímido en cuanto a la evaluación de las políticas y programas implementados. No obstante, la segunda administración Mockus ha mostrado un gran avance en cuanto a la evaluación de las políticas  públicas como se verá a continuación. 



La administración de Antanas Mockus creó el Observatorio de Cultura Urbana dependiente del Instituto de Cultura y Turismo. Su razón de existir se remitió a la necesidad de tener una institución capaz de investigar y estudiar determinados fenómenos presentes en la ciudad. En seguridad y convivencia ciudadana el Observatorio realizó aproximadamente 11 investigaciones durante éste período. A su vez, el Observatorio de Cultura Urbana, inició la publicación de un Boletín de Estadísticas de Violencia y Delincuencia en Santa Fe de Bogotá, que buscó constituirse en “una herramienta sistematizada que informara a la ciudadanía y apoyara a las autoridades en la toma de decisiones para prevenir y controlar el delito” (Instituto de Cultura y Turismo, 1997)



Siguiendo esta misma orientación la administración Peñalosa continuo realizando investigaciones sobre las diferentes problemáticas de la ciudad por medio del Observatorio de Conflicto Urbano, Unidad de Investigación para Bogotá, que dedicó parte importante de sus recursos a financiar una serie de investigaciones, realizadas por universidades y centros de investigación conocedores de estos temas. Al mismo tiempo se creó un Sistema Unificado de Información de Violencia y Delincuencia, interconectando las entidades nacionales y distritales que manejan esta problemática, con el fin de “contar con mejor información y mayores elementos de juicio en la elaboración y ejecución de políticas públicas en seguridad y convivencia ciudadana”(Secretaría de Gobierno, 2000)



La actual administración se ha caracterizado por su desmedido interés al momento de evaluar objetivamente los programas, proyectos y acciones emprendidas en seguridad ciudadana. Es así como en el mismo Plan de Desarrollo se establecieron claramente las metas con sus respectivos indicadores en todos los programas incluidos en la estrategia de cultura ciudadana, como puede observarse en el siguiente cuadro. 



CUADRO N º 1

Meta de los programas incluidos en la estrategia de Cultura Ciudadana 

Plan  de Desarrollo  “Bogotá para vivir todos de un  mismo lado” 



PROGRAMA�METAS��Apreciar las normas y admirar lo bueno�Incremento del número de personas que acatan las normas básicas de convivencia ���Incremento de personas que no justifican las transgresiones a la ley��Vida es sagrada �Avances hacia el desarme general por la vía jurídica y el cambio de hábitos y comportamientos���Reducción del promedio de 11 muertes violentas a 7 diarias���Reducción de un 10 por ciento anual del número de delitos de mayor impacto social: lesiones personales, hurto a personas, automotores, residencias, entidades financieras y establecimientos comerciales. ���Aumento de un 20 por ciento de la percepción de seguridad ciudadana de los ciudadanos ��







































De igual forma, la presentación ante los medios de comunicación y vía Internet cada tres meses de los informes sobre su gestión y el Informe anual sobre inversiones han permitido un acercamiento por parte de la opinión pública al tema. Todo lo anterior se ve complementado con el seguimiento a la gestión que en seguridad vienen realizando organizaciones ajenas a la administración tal es el caso de la Cámara de Comercio de Bogotá y el Proyecto Bogotá Cómo Vamos que realizan periódicamente un seguimiento a las variables objetivas y subjetivas de la  inseguridad ciudadana.



De igual forma, cabe resaltar que por primera vez la administración distrital con el apoyo de instituciones de carácter privado y organizaciones internacionales� realizó el primer seminario internacional “Políticas de prevención del crimen y la violencia en ámbitos urbanos”. Seminario que se constituye en el primer intento de la administración distrital por motivar un análisis comparado de las políticas, proyectos y programas que en seguridad ciudadana se están llevando acabo por diferentes instituciones en diferentes ciudades de América Latina.



Es pertinente destacar que además de los esfuerzos emprendidos por la Alcaldía Mayor, diferentes entidades encargadas del nivel nacional e internacional, algunas instituciones de estudios superiores y en general la ciudadanía han empezado a desarrollar  numerosas investigaciones sobre el tema, ampliando de esta forma los flujos de información sobre Bogotá. El conocimiento de las políticas públicas implementadas en la materia por parte de toda la ciudadanía, permite la coherencia inter y multi institucional, (Van Meter y Van Horn, 1993) generando de esta forma mayores niveles de gobernabilidad. Lo que a su vez disminuye los costos de transacción haciendo de Bogotá una ciudad más productiva y competitiva.





La visión de largo plazo



Pensar en el futuro de la capital y por consiguiente en el futuro de sus habitantes se  constituyó en un imperativo para las  tres administraciones distritales. Sin embargo, para muchos no se logró consolidar una visión de largo plazo en seguridad ciudadana. � A pesar de ello, existen dos parámetros que pueden demostrar la existencia de una visión de futuro en la materia y sobre los cuales se presentó un avance cualitativo que en algunas ocasiones se reflejó en éxitos cuantitativos.



El aprendizaje social y su dimensión temporal

Las estrategias de orden preventivo implementadas por las tres administraciones presentan un común denominar; la búsqueda de un  verdadero aprendizaje social por parte de la ciudadana. 



El verdadero aprendizaje social en seguridad y convivencia ciudadana  “no se limita a la mera comprensión intelectual, sino a ganar conciencia de por qué actuamos de determinada manera o de por qué existen ciertas políticas o reglas. El verdadero aprendizaje tampoco consiste en acumular o añadir nueva información o soluciones al acervo preexistente. En momentos de discontinuidad, el aprendizaje implica principalmente remplazamiento de la información, los modelos, los valores y las competencias. Hay que desaprender para aprender los nuevos modelos, valores y competencias que nos capacitarán para seguir aprendiendo” (Prats Catalá, 2000)



Bajo esta premisa los programas que han  buscado modificar los comportamientos de los ciudadanos frente a lo público  y las acciones emprendidas para mejor la calidad de la ciudad  existente, son avances cualitativos en seguridad ciudadana que permiten una aprehensión de la noción de seguridad por parte de toda la ciudadanía. 



La administración Mockus implementó varios programas que buscaron modificar los comportamientos de los ciudadanos y prevenir hechos que generan inseguridad ciudadana. Entre éstos se destacan dos programas bandera:



Plan Desarme

La  primera administración Mockus diseño éste plan compuesto por tres acciones fundamentales: 1. acciones de formación ciudadana, 2. medidas de autoridad administrativa, 3. estrategias de Policía;  con  base en tres fundamentos: 



Los resultados de los estudios epidemiológicos de la violencia: los cuales  demostraban que existía una alta correlación entre  las armas de fuego y delitos como el homicidio, las lesiones personales, el hurto, entre otros. Además, del aumento exagerado en el porte de armas en poder de la ciudadanía.



Argumentos constitucionales: Artículo 223 de la Constitución Nacional que establece que  “ninguna persona puede poseer o portar armas, municiones y explosivos, sin el permiso de la autoridad competente”. De igual forma las disposiciones constitucionales son claras  “los ciudadanos deben abstenerse de circular con armas de fuego, porque ello viola el derecho a ser iguales y genera mayor riesgo” 



Argumentos legales: las facultades con las que cuentan el  Alcalde Mayor como primera autoridad de Policía y las que le otorga el Estatuto de Control de Armas (Decreto 2535 de 1993)



La implementación de este plan arrojó los siguientes resultados: 



En 1994 disminuyeron los homicidios con armas de fuego en un 10.5%  frente a 1993. En 1995 disminuyeron otro 5.6 % frente a 1994.

En el primer semestre de 1996, hasta cuando se mantuvo la restricción al porte de armas durante los fines de semana, se registró una disminución en los homicidios comunes en un 2.11%



Navidad sin Pólvora 

Basada en el derecho fundamental a la vida e integridad de las personas y desafiando la tradición y oposición política, la administración distrital restringió, en la Navidad de 1995, la venta de artículos pirotécnicos, limitándose a ciertos sitios de la ciudad y restringiéndola exclusivamente  para mayores de edad. Pero con la advertencia tajante: al primer niño quemado, la restricción se convertirá en una prohibición total. (Instituto de Cultura Y Turismo, 1997). Disposición que se hizo realidad .Al igual que la medida anterior los resultados legitimaron su aplicación:



De 204 casos de Diciembre – Enero de 1994 - 1995, se pasó a 77 en 1995 – 1996 y a 68 en 1996 –1997

De varias muertes por quemaduras se pasó a atención ambulatoria de los casos.



De igual forma, en busca del aprendizaje social la administración Peñalosa implementó el proyecto de “Comunicación para la Convivencia” con una inversión cercana a los 4.000 millones de pesos y un alcance de 2.500.000 personas. El objetivo del programa  era reforzar el concepto de convivencia, las normas y las medidas de seguridad ciudadana, a través de la difusión de mensajes en medios masivos y la comunicación directa con las comunidades e instituciones involucradas (Secretaría de Gobierno, 2000)



Siguiendo en esta línea de acción la actual administración ha invertido gran parte de su tiempo en el diseño de diferentes piezas publicitarias, videos, microprogramas en radio, avisos en los buses Trasmilenio, cartillas pedagógicas entre otros con el fin de dar a conocer a los ciudadanos las normas básicas en tránsito, comportamiento de los peatones, Código de Policía, comportamientos en el espacio público, problemáticas de convivencia ciudadana. Es importante resaltar que la actual administración ha desarrollado por medio de la Cárcel Distrital  una cartilla pedagógica mediante la cual se coloca en conocimiento de los ciudadanos diferentes situaciones que los pueden llevara perder su libertad. Por medio de esta se pretende impactar a los ciudadanos común y corrientes bajo la premisa que la prevención es una herramienta importante para contribuir a disminuir la problemática de seguridad y convivencia en el Distrito. 



La participación ciudadana

Concebir la seguridad de la ciudad desde un espectro más amplio implica reconocer la necesidad de un mayor número de participantes que deliberen sobre el tema, tomen las decisiones, implementen las políticas y contribuyan a su evaluación. Las tres administraciones distritales  entendieron que  “ni con la mejor policía del mundo, ni con los equipos técnicos más sofisticados se podría controlar la inseguridad de no ser por la participación de la ciudadanía, como agente más que complementa del círculo de seguridad” (Secretaría de Gobierno, 2000)



La administración Mockus convocó la participación de la ciudadanía con el fin de redactar el Código Distrital de Convivencia Ciudadana que posteriormente se conocería con el nombre de “La Carta de Civilidad”.Para tal efecto, la administración diseñó un “Proyecto Campaña para la Constitución del Código Distrital de Convivencia Ciudadana” con el fin de materializar las cuatro principales características del proceso: a. la existencia de un procedimiento deliberativo con la ciudadanía, b. la legitimación de las normas a través de una consulta con la ciudadanía, c. la generación de un proceso de opinión que promueva la autorregulación de comportamientos ciudadanos y d. el conocimiento y aprobación de los bogotanos de las normas que se expiden.



Para lo cual se realizaron 29 semilleros autónomos, 16 semilleros distritales, 1 semillero académico, 5 semilleros radiales, 181 semilleros locales, la implementación de la línea cinco y mecanismos menores para la recepción de propuestas. Dando como resultado la Carta de Civilidad,  rechazada  por el Consejo como se expone más adelante.



Asimismo, con el fin de motivar la participación ciudadana, la administración Peñalosa, apoyo la institucionalización de la Policía Comunitaria entendida como “la modalidad del servicio de vigilancia que posibilita al profesional de policía ser parte integral del desarrollo de la comunidad a partir de su gestión en la solución de problemas de seguridad y convivencia ciudadana” (Policía Comunitaria, 2000)



Su misión es “construir  la cultura de la seguridad ciudadana, convivencia pacífica, solidaria y tranquila en el sector, mediante la integración con la comunidad, en procura de conocer su problemática, buscando soluciones a sus demandas a través de la autorregulación y/o interrelación con las autoridades y organizaciones con el fin de mejorar la calidad de vida fomentado el civismo, la vecindad y la tolerancia”.  Para cumplir con ésta se diseñó un catálogo de procesos: 1. Gestión Comunitaria, 2. Gestión  Interinstitucional, 3.Educación Ciudadana, 4. Tratamiento de Conflictos, 5. Disuasión de la Infracción, 6. Quejas y Reclamos.

Así mismo, los Frentes de Seguridad Local,� empezaron a funcionar en 1996, liderados por la Dirección de Participación y Policía Comunitaria, PARCO. Sin embargo, la desaparición de esta dependencia permitió que estos empezaran a ser coordinados por la Policía Comunitaria. 



Los Frentes de Seguridad Local (FSL) promueven la participación de los residentes de la cuadra, sectores o barrios, para prevenir delitos y contravenciones por medio de la atención y reacción oportuna, contando con el apoyo de las autoridades policiales de la zona. Este mecanismo  de acercamiento, integración y organización de la red, permite cambiar el concepto tradicional de seguridad como responsabilidad exclusiva del Estado (Ceballos y Martín, 2001). Durante la administración Mockus se dejaron activos 2264 FSL,  agrupados en 382 barrios. La siguiente administración, con el fin de fortalecer estas organizaciones locales, entregó 600 beepercels a la Policía Comunitaria y 2555 a los líderes de los FSL, con salida gratuita al 112.  



Finalmente, la actual administración continúa incentivando la participación de la comunidad en los procesos de construcción e implementación de diferentes programas y proyectos en materia de seguridad ciudadana, de los cuales vale la pena resaltar dos: 



Comités Locales del Programa Zonas Seguras, producto de una alianza estratégica entre la Alcaldía Mayor, la Policía Metropolitana y la Cámara de Comercio de Bogotá a finales del año 2001 se dio origen al Programa Zonas Seguras en Bogotá. Dicho programa se constituyó en un nuevo modelo de seguridad que busca priorizar la atención de las autoridades y la participación de la comunidad en las zonas de mayor uso urbano de la ciudad. Con el fin de vincular a la comunidad se crearon los Comités Locales en cada uno de los cuadrantes. Dichos comités están conformados por los ciudadanos que representan asociaciones de vecinos, residentes, industriales, comerciantes o algún sector en especifico educación, salud, recreación en cada uno de los cuadrantes, además cuentan con la participación permanente de  los representantes locales de las instituciones que hacen parte del Programa lo que permite generar altos niveles de coordinación interinstitucional a nivel local, fomenta los vínculos de solidaridad entre los ciudadanos, fortalece las relaciones entre la comunidad y las autoridades y genera a futuro capital social. Hoy en día la ciudad cuenta con 12 cuadrantes del Programa Zonas Seguras y está proyectado que se amplié en 16 cuadrantes para un total de 28 cuadrantes en Bogotá.



Los Foros Locales son producto de una estrategia de la actual administración que busca gestionar las soluciones a problemas en seguridad y convivencia desde el ámbito local con la activa participación de la comunidad. Por tal motivo la administración por medio de la  Secretaría de Gobierno y con el concurso de la Universidad del Rosario viene desde el año 2002 programando un conjunto de “ espacios de reflexión  y análisis en cada una de las localidades, con el fin de dinamizar la interlocución de los diferentes estamentos de su comunidad en torno a dichos temas, para lo cual cuenta con importantes actores sociales, para que desde diferentes perspectivas se aporte en el planteamiento de estrategias y acciones para la prevención y control de los comportamientos que afectan la tranquilidad” (Monografías locales, 2003)

 

La adecuación del ordenamiento jurídico con el objeto de la política



Los cambios en la manera de concebir la seguridad ciudadana, las estrategias implementadas y los avances cualitativos que se han llevado acabo en las tres últimas administraciones  no se reflejan hasta hace poco en el ordenamiento jurídico sobre el  tema. “Las autoridades no  encontraban en los códigos de policía, herramientas ni procedimientos actualizados para sancionar o corregir comportamientos que afectan la seguridad y la convivencia ciudadana” (Secretaría de Gobierno, 2000)



En este orden de ideas resulta importante resaltar tres aspectos en la materia:



La Policía Metropolitana� de Bogotá depende de la  Policía Nacional. Motivo por el cual  el 90% de sus ingresos proviene de éste nivel. Éstos cubren los gastos de funcionamiento e inversión�. La organización de la Policía Nacional corresponde a una jerarquía rígida, donde las órdenes del Comandante Nacional determinan las acciones del Comandante de Policía Metropolitana. Esta situación genera ciertos incovenientes con el Alcalde Mayor de Bogotá. Si se tiene en cuenta que el artículo  315 de la Constitución Política, numeral 3, establece que “El Alcalde es la primera autoridad de policía del municipio. La Policía Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las ordenes que le imparta el Alcalde por conducto del respectivo comandante”. 



Estas disposiciones que a primera vista no resultan contradictorias en la práctica originan innumerables dificultades al momento de tomar y ejecutar decisiones en seguridad para Bogotá. Si bien, el artículo determina la prontitud con la cual la Policía debe cumplir las órdenes del alcalde por medio del respectivo comandante; existen dos posibilidades: la falta de ejecución de las mismas o la ejecución tardía en algunas oportunidades. Debido a  la preeminencia que las disposiciones de carácter nacional tienen sobre el resto.



En justicia la situación resulta igualmente  problemática. La ausencia de un cuerpo de policía judicial que investigue los delitos menores, la falta de apropiación por parte de la Fiscalía General de la Nación de la investigación de éstos delitos, los altos índices de impunidad y el funcionamiento limitado de las URI, Unidades de Reacción Inmediata de la Fiscalía por falta de recursos y equipos; ocasionan fallas en el sistema de justicia y por ende en seguridad ciudadana. No obstante, los anteriores aspectos resultan poco relevantes si se tiene en cuenta que en Colombia no existe una política clara en justicia lo que ocasiona que permanentemente se modifiquen disposiciones tales como el Código de Procedimiento Penal, lo que afecta de forma trascendental la noción de justicia que profesamos disminuyendo de esta manera los niveles de  seguridad jurídica que requiere cualquier Estado para desarrollarse en todos los aspectos.



Unido a ello, Bogotá tenia hasta hace poco un ordenamiento jurídico desactualizado. El Código de Policía vigente, Acuerdo N º 18 de 1989, era anterior al Estatuto de la Ciudad, Decreto 1421 de 1993 y por consiguiente no contemplaba la estructura político administrativa vigente en el Distrito ni el reparto de funciones de sus dependencias, particularmente en cuanto a las localidades. Además, no incorporaba la nueva visión que sobre derechos y deberes contempla la Constitución de 1991 (Fernández de Soto, 1997) y por supuesto desconocía los retos que en seguridad y convivencia plantea una ciudad como Bogotá que ha sufrido en los últimos 6 años fuertes procesos de renovación urbana.



Las problemáticas antes enunciadas motivaron a la primera administración de Antanas Mockus a presentar un proyecto de nuevo Código de Policía conocido como la “Carta de Civilidad” Esta tenia dos características fundamentales:



una perspectiva no jurídica  sobre los deberes ciudadanos, con el fin de desarrollar a cabalidad los principios de convivencia ciudadana.

una gradualidad de sanciones frente a las faltas ciudadanas; renovando de esta forma en tres aspectos las disposiciones del anterior acuerdo: la estructura administrativa, la formulación y la organización de las normas, y las instituciones procesales (Fernández de Soto, 1997)



La negativa del Concejo de Bogotá frente al proyecto en más de tres oportunidades generó un vació en cuanto a la normatividad jurídica necesaria para manejar el tema de la seguridad ciudadana en Bogotá. En igual sentido, la administración Peñalosa, presentó ante el Concejo Distrital un proyecto de acuerdo para actualizar las multas y los procedimientos del Código de Policía del Distrito y ponerlos a tono con las realidades actuales. Ésta al igual que las anteriores propuestas no recibió  aprobación por parte de Concejo Distrital 



No obstante, la actual administración decidió  presentar una nueva propuesta de Código de Policía que a diferencia de las anteriores fue aprobada por el Consejo Distrital y entró en vigencia a partir del 20 de julio del presente año. 



Todo lo anterior no permite concluir que: concebir la seguridad ciudadana desde un panorama macro, institucionalizar el tema,  fomentar la investigación  y participación  en la materia y llevar acabo programas de doble orientación son avances cualitativos del Distrito en torno a la seguridad ciudadana. 



Sin embargo, y a pesar de la entrada en vigencia del nuevo Código de Policía  la carencia de un ordenamiento jurídico e institucional sólido en materia de justicia en Colombia adecuado a las necesidades de los ciudadanos logra ahondar más en la “separación tajante entre los comportamientos habituales de los ciudadanos y las normas legales que regulan esos patrones” (Instituto de Cultura y Turismo, 1997) generando un vació en la política que esta construyendo el Distrito en seguridad ciudadana. 







Conclusiones



La administración Mockus inicia un cambio en la manera de pensar la seguridad ciudadana al concebir la cultura ciudadana como la columna vertebral de su plan de gobierno. La implementación de programas de doble vía y  la institucionalización  del tema mediante la creación de la Subsecretaría para la Seguridad y la Convivencia son sus aportes más significativos en la materia.



La administración Peñalosa en un intento por transformar la ciudad y mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, continuó trabajando el tema de la seguridad ciudadana sobre las mismas líneas de acción e instauró la participación ciudadana en el diseño e implementación de algunos programas, consolidando de esta forma ciertos avances en la materia.



La actual administración Mockus, al incluir en su plan de desarrollo metas e indicadores claves en  seguridad y cultura ciudadana, ha fortalecido la evaluación objetiva de las políticas públicas en la materia. De igual forma, la implementación de un Código de Policía más acorde con las necesidades de los ciudadanos, con los espacios públicos que han generado los procesos de renovación urbana, sufrido la ciudad en los últimos 6 años, y más acorde con las problemáticas que en seguridad  y convivencia presenta la capital en medio de un conflicto interno armado ha dado el primer paso para que los comportamientos cotidianos y habituales de los ciudadanos estén cada día más cerca de la legislación que los regula. 



El nivel de participación ciudadana por el cual propendieron las tres administraciones en el manejo de la seguridad y la convivencia ciudadana permitió desarrollar la “gestión solidaria”, entendida como aquélla forma de gerencia que promueve elementos básicos del capital social; como son la asociatividad, la confianza mutua y las normas de comportamiento positivas hacia lo comunitario (Kliksberg, 2000) haciendo más fácil el diseño e implementación de las políticas públicas en la materia.



Continuar generando un sistema de estadísticas adecuado a las necesidades de la capital es un imperativo para  las siguientes administraciones. Los avances que se han presentado mediante el Centro de Investigaciones Criminológicas de la Policía Metropolitana, CIC, la publicación del Boletín de Estadísticas de Violencia y Delincuencia en Bogotá a partir de 1996 y la  creación del Sistema Unificado de Información de Violencia y Delincuencia durante las dos últimas administraciones deben fortalecerse aun más. Así mismo, es pertinente atender  la observación que al respecto formula la Cámara de Comercio de Bogotá, acerca de la importancia de tener en cuenta variables objetivas y subjetivas al estudiar fenómenos en seguridad ciudadana (Casas Dupuy, 1999)�.



De otro lado, la capital debe propender por la modificación del ordenamiento jurídico. Aunque la capital cuenta con la Policía Metropolitana, esto no es suficiente. Los niveles de rotación del personal  de Policía Metropolitana son demasiado altos; generando que los agentes no se apropien de la información sobre la ciudad y en particular sobre su área de trabajo lo suficiente como para actuar con los elementos de juicio necesarios. Es urgente modificar el artículo 74 del decreto 2203  “Por cual se desarrolla la estructura orgánica  y las funciones de la Policía Nacional y se dictan otras disposiciones”. De tal manera que los policías que pertenecen a Policía Metropolitana permanezcan como mínimo el mismo período de tiempo que el alcalde. Permitiendo  que éstos se compenetren con su comunidad y se apropien de las políticas públicas aplicadas durante cada administración distrital.



Aunque es notoria la participación que los ciudadanos comunes han tenido en la construcción de la política de Distrito en  seguridad ciudadana, resulta importante que el Distrito no sólo continué vinculando a los ciudadanos comunes, si no que vincule todo tipo de organizaciones y entidades en el proceso de construcción de  esta política. En este orden de ideas y teniendo en cuenta los lineamientos de la Estrategia Nacional para la Convivencia y la Seguridad Ciudadana (1998 –2002) resulta fundamental vincular a las empresas de vigilancia y seguridad privada que funcionan en la ciudad.



Por último, es necesario empezar a  desmontar del imaginario colectivo de los ciudadanos de la capital la idea de que Bogotá es la ciudad más violenta del mundo. En esa medida en imperioso concientizar a las autoridades,  los ciudadanos y a todos los implicados que la seguridad ciudadana en Bogotá no se puede seguir manejando buscando culpables, o limitando la problemática a una visión informativa y anecdótica; si no que ésta además de ser una responsabilidad local, es una responsabilidad de todos.



Siguiendo esta lógica las administraciones siguientes deben continuar construyendo una política de Distrito en seguridad ciudadana  que nos permita hacer de la ciudad capital un autentico espacio de convivencia pacífica y respetuosa de su diversidad, así como consecuente con sus características sociales y culturales y con el conjunto de símbolos imaginarios y significados que constituyen el importante y rico acervo cultural de la ciudad. (Comisión de Convivencia Ciudadana, 1997). 



El imperativo para las próximas administraciones es “tratar de formar en lo público a los ciudadanos contemporáneos, de hacer pública la ciudad, sus problemáticas y potencialidades, sus ofrecimientos y demandas, a través de todos los mecanismos de la educación no formal, de los medios de comunicación y de difusión que ocupan y copan el espacio público (Comisión de Convivencia ciudadana, 1997) El bienestar de los ciudadanos y el desarrollo de la ciudad, sólo dependen de todos aquellos que la habitan, la construyen, y son parte de su esencia.
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ABSTRACT



La seguridad ciudadana se ha convertido en un problema de carácter prioritario en los últimos años. El desarrollo acelerado de las ciudades ha conllevado a generar factores que afectan la seguridad y la convivencia, aumentando los fenómenos de delincuencia y temor de la ciudadanía de ser potenciales victimas de delitos.



Debido a los constantes cambios que se generan en las sociedades modernas y a la creciente velocidad con que se desarrollan las metrópolis, los cuerpos policiales deben estar en capacidad de adaptarse rápidamente a las nuevas realidades, reconsiderando sus criterios y buscando formulas para que su actividad converja con las demandas de los ciudadanos.



Teniendo en cuenta estos constantes cambios, surge el modelo de Policía Comunitaria, como una modalidad de servicio público de seguridad fundamentado en la descentralización de sus actividades, en la participación ciudadana, la corresponsabilidad con la ciudadanía, la proximidad con la sociedad y el territorio, la integración social y la resolución de conflictos. Con el objetivo específico de brindar protección a las personas y mejorar las condiciones de habitabilidad de la ciudad y de sus entornos, tanto en aspectos de seguridad ciudadana como en la calidad de vida y medio ambiente.



Este documento tiene el propósito de presentar el programa de Policía Comunitaria implementado en Bogotá a partir de 1999, sus fundamentos filosóficos, sus antecedentes y las principales experiencias internacionales que enriquecieron este proyecto.





La seguridad ciudadana se ha convertido en los últimos años en un problema social de la mayoría de Estados y ciudades que poseen un alto nivel de desarrollo. Las sociedades contemporáneas han tematizado las condiciones sociales de incremento de las tasas de criminalidad y la elevación de la tasa de temor, en términos de "inseguridad" colectiva y han planteado la necesidad de enfrentarla. 



Esto obliga a adoptar puntos de observación suficientemente amplios y relacionales que permitan incorporar una diversidad de variables y considerar simultáneamente la multiplicidad de interacciones entre las diferentes estructuras de la sociedad actual. Como consecuencia de lo anterior, ya no es posible encarar los problemas que afectan a la sociedad compleja desde una sola estructura de toma de decisiones.



En sociedad compleja una vez que un determinado tema ha pasado a ser público, como sucede con la seguridad ciudadana, y por tanto potencialmente disponible para la comunicación general y se reconoce que afecta a la sociedad en su conjunto, su observación y tratamiento posterior sólo puede ser asumido en forma pública. Lo anterior permite reconocer la ineficiencia y obsolescencia que tienen las medidas verticalistas que han sido adoptadas por el Estado así como cualquiera otra respuesta unidimensional y simplista que se elabore bajo los preceptos tradicionales con los que se han abordado estos problemas.



El problema de la seguridad ciudadana es un tema tan importante para la sociedad que ha sido incluido en las agendas políticas. Al convertirse en un problema público de tanta envergadura, se ha convertido en el objeto de creación de políticas públicas orientadas hacia la solución de las demandas sociales.



Teniendo en cuenta que las políticas públicas tienen como objetivo poner en marcha sus obras y labores, con el fin de cumplir con los intereses y necesidades de la sociedad (Thoenig, 1994), designando en este caso a la Policía como autoridad pública por medio de la cual se asigna el servicio de seguridad, es a través de esta institución que se deben crear e implementar las políticas públicas necesarias para solucionar los problemas de seguridad ciudadana.





Seguridad Ciudadana



La seguridad ciudadana es uno de los temas de mayor preocupación para los habitantes de las grandes ciudades, en donde debido a factores multidimensionales tales como la pobreza  y la falta de oportunidades, el desempleo, el hambre, la drogadicción, el deterioro ambiental, la represión política, la violencia y la criminalidad se  constituyen en amenazas a la seguridad ciudadana.



Teniendo en cuenta que la seguridad ciudadana es una condición esencial para el desarrollo de las personas y de sus instituciones (López, 2000), que se preocupa por la calidad de vida y la dignidad humana en términos de libertad, acceso al mercado y oportunidades sociales (Iples, 1997), es una obligación constitucional del Estado garantizar esta seguridad a sus asociados por medio de sus instituciones, en este caso la Policía Nacional.



Según el Departamento Nacional de Planeación de Colombia, la seguridad ciudadana hace parte de un estado de bienestar y convivencia social en el que se encuentran protegidos los ciudadanos en su vida, honra y bienes, garantizándole el ejercicio de sus libertades y derechos fundamentales. (DNP, 2001).

Policía Comunitaria o de Proximidad

Definición y Origen de la Policía Comunitaria



El desarrollo de la sociedad ha hecho que tanto las instituciones prestadoras de los servicios públicos domiciliarios como agua, electricidad, gas natural, etc., al igual que la Policía evolucionen en la entrega de su servicio.



Sin embargo mientras que los servicios que prestan las empresas de servicios públicos implica una respuesta lineal, siendo el resultado del servicio el mismo, pero susceptible de ser entregado por diferentes métodos o estrategias, los servicios que presta la Policía implica una filosofía diferente: esta debe cambiar, adaptarse permanentemente a la realidad social y a la forma de relacionarse con el ciudadano, incorporando  nuevas funciones a su ejercicio profesional. (Delgado, 1999).



La esencia fundamental de un servicio público se encuentra en la satisfacción de las necesidades de la sociedad a la que pertenece y en la que se encuentra inscrito. La policía, como servidor público de primer orden debe enfocar sus tareas y funciones para dar respuesta a las necesidades que plantea la sociedad en materia de seguridad pública.

Teniendo en cuenta la sensación de inseguridad que afrontan los ciudadanos y las crecientes demandas de la sociedad en materia de seguridad publica en fenómenos como el control a los aumentos de violencia y delincuencia en todas sus expresiones,  se dio origen a lo que se conoce hoy en día como Policía Comunitaria. (De Francisco, 2000).



La Policía Comunitaria es una modalidad del servicio de vigilancia fundamentada en la integración de la trilogía: autoridad local, Policía y comunidad, en un determinado barrio o sector, para colaborar a través de la gestión en la solución de problemas de seguridad y convivencia. (Delgado 1999).



Por medio de esta modalidad se rompen los esquemas tradicionales de la vigilancia ordinaria a través de una mayor interacción con el ciudadano, considerado como el eje principal del trabajo profesional del Policía.



El modelo de Policía Comunitaria permite además lograr la consolidación de la cultura de seguridad a través de actividades en donde se integran las fuerzas comprometidas en el proceso, mejorando las condiciones de vida de la comunidad, a partir de un servicio de policía efectivo, que permita la armonía en las relaciones y fomente los principios de solidaridad, vecindad, civismo, respeto por las autoridades y participación activa en el logro de los objetivos del programa.



La policía comunitaria o de proximidad inicia su desarrollo en los países anglosajones a finales  de 1970. Ya en los años 80 comienza a implantarse en algunas ciudades de Gran Bretaña, Estados Unidos de América�, Canadá, Japón y en algunos países nórdicos.

Una de las primeras teorías planteadas frente a este tema, la realizó el profesor Herman Goldstein, quien a través de un artículo publicado en la revista “Crimen y Delincuencia” en 1979, planteó una nueva teoría sobre la eficacia policial, a la que denominó: Orientación a Resolución de Problemas (ORP). Goldstein consideraba que los cuerpos de policía se preocupaban demasiado de su material físico, de las técnicas a utilizar y de responder a los incidentes de manera reactiva, sin tener en cuenta que los incidentes son solo síntomas de otros problemas subyacentes, por lo que la policía debía identificar esos problemas y resolverlos en su lugar, orientando su acción hacia la resolución de problemas. (Delgado 1999).



En 1982, James Q. Wilson y George Kelling, por medio de su artículo “La Policía y la Seguridad de Barrio”, denunciaron el enfoque de la actividad policial a la persecución de los delitos más importantes y de más alto impacto, desatendiendo las cuestiones menores en los barrios, usando la metáfora de “Ventanas Rotas”, para designar el desorden y degradación del barrio. La conclusión del artículo era clara: la policía necesita reorientar sus recursos no solo a la persecución del crimen, sino a su prevención y a evitar la degradación de los territorios. (Wilson and Kelling, 1982).



Principios Básicos De La Policía Comunitaria



La policía comunitaria es un nuevo planteamiento de la concepción de la prestación de servicios, fundamentando la relación entre el ciudadano y la policía, en los principios de proximidad y mutua corresponsabilidad en espacios físicos concretos, para la definición de prioridades y en la orientación hacia la prevención y resolución de problemas, en el que el agente de policía es un miembro activo con capacidad de decisión.



El objetivo final de la policía comunitaria es la protección de personas y la mejora de las condiciones globales de habitabilidad de la ciudad y de sus entornos concretos, tanto en los aspectos de seguridad ciudadana como en la calidad de vida y medio ambiente.



Descentralización.



La Policía Comunitaria es un modelo que representa el compromiso entre la Dirección y la base, respecto al manejo de recursos, a las estrategias y al logro de objetivos propuestos. Su desarrollo resulta más sencillo si se cuenta con un poder político descentralizado hasta el nivel local, en donde la policía dependa de él, basados en el principio de subsidiaridad, según el cual un nivel de la administración superior no haga lo que puede hacer un nivel inferior.



No es lógico ni congruente establecer políticas al margen de las alcaldías locales, ya que estas unidades de la administración pública son quienes están en las mejores condiciones de interpretar las demandas y captar las necesidades de su localidad, es ésta quien se acerca con sus servicios a los barrios, a las entidades vecinales y a la comunidad en donde se deben desarrollar las políticas de participación y corresponsabilidad.



El modelo de Policía Comunitaria actúa de tal forma que centra su base de operación en los agentes del barrio, que son los que conocen a profundidad las demandas y las necesidades de sus territorios, así como los criterios de actuación más adecuados.



La policía dependiente del nivel local es un instrumento más idóneo para que tenga su base en los barrios, conocimiento del entorno, esté integrada en su realidad social y se convierta en un factor de integración social. Para esta Policía, más importante que el crimen organizado y los grandes delitos, son aquellos problemas que se relacionan con la seguridad que afecta la vida diaria de las personas que viven en su territorio asignado, como el pequeño delito, las reyertas en la vía pública, la falta de respeto, los comportamientos incívicos, etc.



De igual forma, la organización policial debe disponer de unidades territorializadas, que coincidan con la división política del territorio a cubrir. La descentralización de la organización policial se basa en que las unidades territoriales se les potencien en detrimento de las unidades centrales, asignando equipos de barrio a los territorios en donde se desarrolla la prestación del servicio.�



Proximidad



El principio de proximidad se entiende como el desarrollo de los vínculos ordinarios de relación entre la Policía y las entidades representativas de los barrios, con base en la filosofía de que el reconocimiento de los problemas delictivos y de los aspectos de entorno que afectan a la comunidad, puede abordarse con éxito si operan conjuntamente.



Es importante tener en cuenta, que los barrios urbanos ya no son lugares en donde eran reconocibles los vecinos, la cohesión social era fuerte y se realizaban actividades comunes, basados en la solidaridad, los símbolos y los espacios conjuntos compartidos.



El modelo de ciudad actual se ha modificado radicalmente debido a los cambios sociales experimentados en las últimas décadas, por lo que se ha pasado a unas relaciones contractuales, utilitarias y condicionadas por el interés, reduciendo el sentimiento de vecindad y fomentando el individualismo, enmarcado finalmente en un deterioro del interés general, por lo cual es casi utópico generar barrios con las características del pasado. (Maguire, 1997).



Pero de la misma manera en que esto ha pasado, la ciudad actual no ha eliminado la exigencia de la comunicación cercana, de las relaciones personales positivas y constructivas con los demás, esta necesidad se ha reforzado en reacción a la deshumanización y a la pérdida del sentido de vecindad.



Esa necesidad es cada vez mayor, debido a que la soledad hace más vulnerables a las personas frente a la delincuencia, por lo que se constituye al otro como amenaza.



El principio de proximidad es esencial de la Policía Comunitaria que intenta colaborar en la construcción de los nuevos barrios de la manera más profesional y eficaz, pero también desde la vertiente más humana, siendo sensible a las demandas y a las necesidades de la sociedad a la que sirve.



Participación Ciudadana



En la Conferencia Europea de Prevención de la Inseguridad (Barcelona 1997), se concluyó que aunque en la última década las administraciones locales han desarrollado políticas activas de impulso de la participación de los ciudadanos en los ámbitos de seguridad y prevención de la delincuencia, es necesario impulsar nuevas formas de relación mas activas en las que los ciudadanos encuentren respuesta a su voluntad de implicación en el desarrollo social. (Borja, 1997).



La Policía Comunitaria sustenta la relación con la comunidad a través de sus agentes en cada territorio en los que toman contacto con las organizaciones ciudadanas de vecinos, comerciantes, padres, centros culturales, deportivos, etc.

Independientemente de estos contactos, en cada localidad debe existir un Consejo de Seguridad en el que se reúnan de forma periódica, las autoridades administrativas, las organizaciones ciudadanas más representativas, la policía y los demás servicios implicados en la seguridad.



Por medio de este consejo se busca realizar un seguimiento, análisis y estudio de datos, valoración del sentimiento de inseguridad, elaboración de propuestas de prevención y de reformas legislativas.



La policía de hoy debe trabajar con múltiples agentes sociales que intervienen en los programas de actuación policial, ayudando a los ciudadanos a construir su participación a partir de pequeños proyectos de proximidad que tengan como objetivo favorecer aquellos que hagan cada vez más suyo su entorno. Es ampliamente comprobado que la policía, por si sola no puede solucionar ninguno de los grandes problemas sociales en los que interviene, violencia doméstica, drogas, delitos económicos, pandillas, etc. La participación directa y efectiva de los ciudadanos se convierte en parte trascendental para poder abordar los problemas sociales.

Es importante distinguir que la participación que aboga la Policía Comunitaria es aquella que se basa en la conciencia, en la confianza en la comunidad, que consiste en que se asocien personas y grupos que se reconocen como parte de una comunidad que tiene el derecho y el deber de afrontar los propios problemas, a partir de objetivos pequeños pero escogidos, compartidos y razonados. Es la participación capaz de combatir la inseguridad, de dar respuestas civilizadas a las transgresiones cotidianas, responder con mayor eficacia tanto a los problemas reales de seguridad como a los sentimientos difusos que los acompañan. (Bardaji, 1997).



La condición principal para la participación de los ciudadanos es que el problema  de la inseguridad sea percibido como problema común y que por lo tanto la aplicación de la solución también sea común.



Corresponsabilidad



La corresponsabilidad, como rasgo que caracteriza a la Policía Comunitaria, dimensiona el principio de eficacia como valor profesional, introduce el valor de la prevención como factor de cambio y de modificación de las circunstancias generadoras de conflictos y lo hace conjuntamente con los ciudadanos receptores del servicio. (Maguire, 1999).



Los ciudadanos, al participar conjuntamente con la Policía y otras organizaciones en la resolución de  sus problemas, se hacen corresponsables. El enfrentarse a los problemas de seguridad, los lleva a sentirse más afectados y a participar en el proceso de búsqueda de una solución.



La participación a través de la corresponsabilidad genera ventajas como contener la desintegración de los barrios, convirtiéndose en el motor para conseguir unos barrios más solidarios, tolerantes y seguros. De igual forma, la participación corresponsable implica mayor transparencia en el servicio, debido a que son de libre conocimiento sus posibilidades y recursos. De la misma manera, la policía se beneficia de la identificación de problemas y establecimiento de prioridades.



Es también un instrumento fundamental para generar un cambio cultural al interior de la policía, acostumbrada a no dar cuenta de sus actuaciones y a vivir en un mundo aparte de los demás.



Resolución de Problemas



El principal objetivo de la Policía Comunitaria es colaborar a los ciudadanos para prevenir los delitos en su entorno, ayudar a transformar las causas que pueden originarlos, proteger y mejorar las condiciones de habitabilidad  y la calidad de vida, a partir de la gestión de recursos, para la recuperación y mejoramiento de los espacios públicos, y la intermediación entre el cuerpo de Policía y los ciudadanos para mediar pequeños conflictos.



Es necesario tener en cuenta algunos aspectos que menciona Marco Bardají, con relación a la inseguridad: a). los ciudadanos plantean problemas reales pero a veces, aún  estando conectados con la realidad, no coincide con ella porque responde a percepciones subjetivas; b). los problemas relacionados con la inseguridad que tienen mujeres y hombres, jóvenes y ancianos, ricos y pobres, etc., son muy distintos y están a menudo contrapuestos; c). garantizar la seguridad de unos es con frecuencia motivo de inseguridad y molestias para otros; d). la dimensión de los fenómenos se escapa hacia la esfera de lo subjetivo ( la culpa la tienen los inmigrantes, es de los jóvenes, etc.)



La inseguridad es un sentimiento que no esta vinculado de forma exclusiva a la delincuencia, es producto de un abandono social que sienten los ciudadanos, gracias a los políticos elegidos y a las instituciones por los que no son tenidos en cuenta, salvo en temporadas electorales.



Esta sensación de soledad y abandono se incrementa con la incertidumbre y desesperación, que generan una mínima calidad de vida, degradación de los espacios públicos, ruido, basuras, falta de iluminación, vehículos estacionados en la vía pública y miseria en cada esquina de la ciudad.



Debido a esto es necesario tener en cuenta que la lucha contra la inseguridad no debe enfocarse únicamente en incrementar el numero de detenciones, sino del grado de confianza que la ciudadanía tenga de su propia seguridad, es necesario entonces  evitar que se produzcan delitos y crear un ambiente de seguridad, enmarcado en la mayor medida posible de proximidad en estrecha relación con los ciudadanos.



Prevención y Proactividad



La prevención y proactividad consisten en restaurar el equilibrio en la actividad de la policía marcada por las acciones reactivas, es decir, realizar actividades policiales sobre los conflictos consolidados, para priorizar las acciones anticipatorias y por tanto preventivas, dirigiendo su actividad, a las causas y a la búsqueda de soluciones a los problemas incipientes o potenciales. (Delgado, 1999).



La característica fundamental de la actuación preventiva, es la de adelantarse a los problemas, flexibilidad de las acciones a desarrollar para evitar molestias y delitos graves. En algunos barrios o en determinadas ciudades los problemas pueden ser más importantes: él trafico de drogas, las pandillas juveniles, el uso de armas de fuego, mientras que en otros son menores como: ruidos molestos, graffiti, problemas de alcohol, violencia doméstica, absentismo escolar, etc.



Mientras alguno de estos exige el uso de la represión tradicional por parte de la Policía, otros en su gran mayoría, no requieren ninguna acción policial formal, solo algún consejo, intermediación entre el ciudadano y otras instancias, y en su gran mayoría, requieren soluciones creativas en los que la Policía y la comunidad participan corresponsablemente.















Programa Policía Comunitaria

Antecedentes



La Policía Comunitaria de Bogotá es un programa que intenta establecer una nueva forma de intervención en el desarrollo integral de la comunidad a través de procesos educativos y en sus conflictos comunitarios y domésticos, sin que esto implique una conducta violatoria de las libertades individuales, imponiendo un mecanismo más efectivo que permita obtener soluciones más ágiles y dinámicas sin tener que acudir a instancias superiores de la justicia. (García, 2001).



En agosto de 1995, el gobierno nacional en cabeza del Dr. Ernesto Samper, lanzó el Programa presidencial para la Convivencia y la Seguridad Ciudadana, éste constaba de cuatro estrategias: 1) fortalecimiento y modernización de la función policial; 2) gestión descentralizada de la seguridad; 3) actualización y adecuación normativa, y 4) desarrollo social para la seguridad ciudadana. (Camacho, 1993).



Mediante estas estrategias se pretendía accionar la Ley que reformó la Policía Nacional� y sus decretos reglamentarios, con el objetivo de dar una mayor eficacia al cuerpo policial bajo los parámetros de la descentralización, intentando organizarla a través de consejos, fondos y planes de seguridad con el apoyo y estímulo de la participación ciudadana, cumpliendo de esta manera las políticas enunciadas en el Programa Presidencial Salto Social, por medio del impulso al desarrollo humano, seguridad social integral, mejoramiento del hábitat y equidad. (Camacho, 1996).



Los primeros intentos por aplicar un modelo policial más cercano a la ciudadanía se remonta a la implementación del programa El Buen Vecino, durante la administración distrital del hoy presidente de la República Dr. Andrés Pastrana Arango, quien promovió un acercamiento de la policía con los ciudadanos con el objetivo de generar un compromiso mayor en cada habitante con la seguridad de su entorno.



De igual forma, a finales de la década de los ochenta, se crearon los Comandos de Atención Inmediata (CAI), con el objetivo de ofrecer un servicio de cercanía a la comunidad, donde por las características de ubicación e infraestructura, el ciudadano recibe una respuesta oportuna a sus necesidades manteniendo una comunicación permanente con las autoridades y promoviendo el desarrollo de acciones  de prevención del delito.

En razón de los nuevos propósitos planteados, la Policía Metropolitana decidió indagar sobre la percepción de los ciudadanos acerca de la prestación del servicio por parte de la institución, por lo cual en 1996 se adelantó una consulta ciudadana en trabajo conjunto con el Centro Nacional de Consultoría.



Por medio de la consulta se logró identificar las necesidades de la población en lo relativo a los servicios de seguridad brindados por la Policía y su percepción sobre la institución, con el objetivo de orientar el proceso de mejoramiento que lograra atender realmente las necesidades de la comunidad en los aspectos de seguridad y convivencia ciudadana.



El logro más importante obtenido al realizar la consulta se refleja en la importancia de escuchar a la ciudadanía, generando un sistema de inteligencia colectivo, toda vez que la comunidad se siente valorada y comprometida con el servicio que recibe, y el policía, a su vez, obligado a prestar un servicio de calidad. (Serna, 1999).



Gracias a los resultados obtenidos por medio de la consulta ciudadana, se descubrió la falta de conocimiento de los ciudadanos sobre la misión institucional de la Policía Metropolitana y de los servicios que presta, al igual que las necesidades de los ciudadanos frente a los problemas de seguridad y convivencia ciudadana.



El análisis de los resultados obtenidos permitió especificar el diseño y la puesta en marcha de estrategias que permitieran solucionar estas demandas.

Se da entonces origen al programa Formación para Formadores Ciudadanos, y a los programas de participación comunitaria en cumplimiento de la Ley 062 del 12 de agosto de 1993�.  Como resultado de los programas de participación comunitaria, nacieron los Consorcios Ciudadanos, organizaciones de grupos de trabajo en diferentes sectores de la sociedad, liderados por la Policía Nacional, que buscan la solidaridad, el espíritu cívico y la calidad en la prestación de los servicios. 



A finales de 1998, durante la administración del actual Presidente de la República, creó a través de su plan de gobierno, la Estrategia Nacional para la Convivencia y la Seguridad Ciudadana. Esta es una herramienta que consiste en unas propuestas basadas en la conciliación, la prevención y la reacción con el propósito de convertirse en una promoción del avance en la gestión en materia de seguridad y convivencia por parte de la autoridad local. Uno de los elementos más importante de esta estrategia es la implementación de los programas de Policía Comunitaria. (Presidencia de la Republica de Colombia, 1998).



De igual forma y en el mismo año, los altos mandos institucionales acogieron la iniciativa de la Cámara de Comercio de Bogotá y organizaron un equipo de trabajo que finalmente presentó el proyecto piloto de Policía Comunitaria, la Policía del siglo XXI. (Policía Nacional de Colombia, 1999).



Gracias al apoyo de la Cámara de Comercio de Bogotá, se dieron los primeros pasos para la capacitación de personal policial y se establecieron contactos con la Universidad de Barcelona y L’Hospitalet de Lobregat en España, para que el personal experto en el tema de Policía de Proximidad, expusiera su plan de trabajo y metodología. Posteriormente se realizó un convenio académico con la Universidad de Barcelona por medio del cual se capacitaron 21 oficiales colombianos que viajaron en comisión a ese país.



La colaboración de la Cámara de Comercio de Bogotá consistió en la entrega de la metodología a las autoridades policiales y financiamiento de la capacitación de los oficiales que actualmente se encuentran trabajando en esta nueva estrategia, capacitando de igual forma a 1000 nuevos oficiales, con los que se inició el programa de Gestión de Procesos Comunitarios en la Pontificia Universidad Javeriana.



Dentro del plan de acción de la Policía Metropolitana de Bogotá para 1998, se fijó como meta operativa el integrar el 30% de los barrios de cada localidad con los programas de participación comunitaria para fortalecer la seguridad, para lo cual se propuso como estrategia la Policía Comunitaria. (Serrano, 1999).



A partir de 1999 se da inicio al proceso de implementación de esta nueva modalidad de servicio en la Policía Metropolitana, acercando la policía con la comunidad, propiciando una cultura de seguridad ciudadana en el barrio o sector asignado, por medio de la integración de la administración local, la policía y la comunidad en procura del mejoramiento de la calidad de vida. (Serna, 1999).



Como inicio del proceso de implementación del programa, se recopiló y analizó la información disponible sobre Policía Comunitaria, especialmente de las experiencias de otras naciones en el tema. A partir de esta investigación y análisis se formularon los objetivos y el perfil que debía tener el policía comunitario de Bogotá y se difundió esta nueva modalidad entre los oficiales y suboficiales de la institución.



Luego se dio inicio a la inscripción de candidatos oficiales, suboficiales, agentes y funcionarios del nivel ejecutivo para participar en este programa, se analizaron sus propuestas y se estudiaron sus hojas de vida para finalmente realizar las pruebas psicotécnicas y una entrevista que eligió a los integrantes de este nuevo programa.



Cuando ya se contaba con el personal idóneo para la prestación del servicio, se procedió a capacitarlos y realizar un diagnóstico de la localidad, en donde se escogieron los barrios adyacentes a la Novena Estación de Policía de Bogotá, para realizar una prueba piloto, en donde se lleva acabo una evaluación continuada del proceso. (García, 2001).





Principios Operacionales De La Policía Comunitaria De Bogotá

El programa de Policía Comunitaria en Bogotá se desarrolla en zonas de acción previamente establecidas, en cada una de las 19 localidades urbanas de Bogotá bajo la dirección y supervisión de un oficial ubicado en cada una de las principales Estaciones de Policía de la ciudad.



En primer lugar, cada una de las unidades asignadas a un determinado sector debe realizar un diagnóstico de su zona de trabajo, en donde determina cuales son los factores de inseguridad de este lugar, se presenta ante la comunidad, y en conjunto con ella, se prioriza en que orden se contrarrestarán estos factores y en que forma la comunidad puede ayudar a su resolución.





A continuación se aplican programas previamente diseñados por la dirección de la Policía Comunitaria, dentro de estos programas se encuentran: (Policía Metropolitana de Bogotá, 2001).



Integración con la comunidad e instituciones: 

Este programa busca integrar a la comunidad y a las diferentes instituciones u organizaciones que hagan parte de la zona con el objetivo de lograr en un 100% el reconocimiento de la Policía Comunitaria como un servicio preventivo e integrado al tejido social. Se pretende así mismo establecer alianzas estratégicas con organizaciones o instituciones que tengan injerencia en la solución de los problemas de carácter comunitario.



Convivencia segura, pacifica y solidaria: 

Por medio de este programa se busca tratar los factores prioritarios originadores de riesgos de seguridad ciudadana en los sectores  de Policía Comunitaria. También se logra la organización de grupos comunitarios con el fin de solucionar problemas de seguridad y convivencia que contribuyan al mejoramiento de los niveles de calidad de vida en el sector.



Finalmente se quiere reducir en un 2.5% anual el número de delitos de mayor afectación en la comunidad en sectores en donde opera la Policía Comunitaria.



Servicio excelente: 

Este programa se desarrolla con el fin de implementar la estructura orgánica de la Policía Comunitaria a través de procesos. Para ello se requiere crear un sistema de administración de información ágil, que permita evaluar la gestión.



Talento humano: 

Por medio de este programa se busca garantizar que el 100% de los policías comunitarios tengan el conocimiento y la habilidad para desempeñarse en los procesos que exige la policía comunitaria y en el estímulo y reconocimiento a la labor de estos agentes.



Los cuatro programas anteriores están diseñados para que la consecución de sus objetivos se realice por medio de estrategias y acciones, siendo evaluado cada uno de ellos por medio de indicadores claros que permiten obtener resultados tangibles de la gestión. 



A partir de la puesta en marcha de los cuatro programas se inicia el trabajo en los escenarios determinados para cada una de las unidades de Policía Comunitaria de Bogotá, en donde se realiza un trabajo por procesos que  determina todos aquellos factores que puedan poner en riesgo la seguridad ciudadana.



Es aquí en donde se aplica realmente el programa, en conjunto con la comunidad y demás organizaciones e instituciones que logren solucionar los problemas de seguridad ciudadana y convivencia de las diferentes localidades.



El programa de Policía Comunitaria en Bogotá se encuentra implementado en un nivel primario, básico para el desarrollo de la política, en el que por medio de un departamento de la Policía Metropolitana de Bogotá se realizan actividades tendientes a incrementar el contacto y el diálogo con la comunidad.



Teniendo en cuenta los estudios realizados por la Cámara de Comercio de Bogotá y la Universidad Javeriana, la comunicación y relación directa del policía comunitario con la comunidad es uno de los problemas mas graves que se ha manifestado en el proceso de implementación. De igual forma la ciudadanía desconoce cuales son los programas, estrategias y funciones específicas de la Policía Comunitaria por lo que es necesario replantear la promoción del programa.



Se deben crear entonces oportunidades de diálogo real con la comunidad, en donde la policía sea receptiva a las críticas, a veces injustificadas o mal dirigidas por los usuarios del servicio policial.



En este sentido es rescatable la experiencia de la Policía Comunitaria de New York. Esta Institución policial comunica a la ciudadanía las estrategias diseñadas para el control del crimen y mejoramiento de la calidad de vida, a través de la distribución de panfletos y promoción en los más importantes medios de comunicación. (Safir, 2000).



El tema de la seguridad ha demostrado tener una potencialidad casi única para la generación de instancias de colaboración. De forma recurrente, en el último tiempo se ha observado cómo determinados hechos de violencia generan manifestaciones y reacciones espontáneas de cuerpo por parte de vecinos. Esta constatación da cuenta de la existencia de un potencial de comunidad sobre el cual actuar, siendo la policía un actor privilegiado aunque no único para ello.



La organización de la comunidad es un recurso central en la implementación de programas de seguridad ciudadana más integrales, es importante la creación de comités de integración mixta policial y civil, en los cuales se tenga acceso por parte de los civiles a la información policial local con facultades consultivas, prepositivas e incluso resolutivas. En este sentido se han identificado tres modelos y hacemos énfasis en el tercer modelo, ya que este sería el ideal para la ciudad:  a) El modelo de auditoria, por el cual la policía está obligada a la publicación anual de una cuenta que resume las actividades de la institución ante la comunidad; b) El modelo asociativo, que podríamos caracterizar como la integración de los civiles en la proposición de énfasis o modalidades de despliegue específico; y c) El modelo directivo, por el cual se sujeta a la policía al control directo de autoridades democráticamente electas a nivel local. (Araya Moya, 1999).



El trabajo corresponsable con la comunidad busca que ésta tenga la capacidad de hacer cosas por ella misma, en donde la policía sea un bastón de apoyo, como es el caso de Japón en donde los Koban� hacen de mediadores de disputas, auspician eventos locales como exposiciones y festivales, constituyéndose en una fuente permanente de información y centro de desarrollo de la vida local.



El modelo militarista que impera al interior de la Policía Nacional y su participación activa en el conflicto armado interno del país, ha hecho que pierda la esencia de institución civil armada preocupada por la seguridad ciudadana y no como sucede por la defensa de las instituciones del Estado.



El conflicto que se libra al interior del país, impone la necesidad de hacer frente por la vía militar a las constantes amenazas que propone la insurgencia y la contrainsurgencia para la seguridad del Estado, por lo que se aplican en el mismo entorno la prestación del servicio de seguridad ciudadana con el objetivo de proteger a las personas, a la par que el combate a la insurgencia y la contrainsurgencia, buscando proteger las instituciones.

Debido a esto, la institución debe cumplir con tareas contrainsurgentes, como el combate, que no están en su espíritu, misión, estructura y preparación, ya que estas funciones pertenecen a la orbita militar, debido a la intensidad y magnitud de los ataques y combates con las fuerzas insurgentes.



Los esfuerzos y estrategias planeadas a futuro deben basarse en los criterios que permitan suplir la necesidad de hacer frente a la insurgencia y contrainsurgencia en el plano militar, dedicando a las Fuerzas Militares a la tarea de defensa y combate y a la Policía Nacional exclusivamente a las funciones de control y mantenimiento de la seguridad ciudadana.



Teniendo en cuenta estas alternativas y la naturaleza civil del cuerpo policial, los policías no serian combatientes en medio del conflicto armado. Por lo tanto estos oficiales y suboficiales no serian blanco legítimo de ninguna acción militar. De igual forma, los bienes de este cuerpo son bienes civiles, que no podrían ser atacados, en la medida en que su finalidad es el apoyo a las funciones de seguridad ciudadana.



Este tipo de alternativas implica la adopción del principio de distinción, incluido en el Derecho Internacional Humanitario, según el cual los combatientes deben distinguirse de los no combatientes, solicitando de esta forma la modificación de los uniformes de los miembros de la Policía Nacional, con el objetivo de no confundirlos con los combatientes. (Borda, 1999).



La Policía Comunitaria puede convertirse en una Policía para la paz y la reconciliación, por medio de la cual se construya una cultura de paz y  seguridad ciudadana y rural, convivencia pacifica, solidaria y tranquila en los sectores en donde actué, trabajando mancomunadamente con la sociedad en procura de conocer su problemática y buscando soluciones a las demandas, por medio de la interrelación con las autoridades y organizaciones con el fin de mejorar la calidad de vida, fomentando el civismo, la vecindad y la tolerancia. (Borda, 1999).



Ocupándonos ahora de los aportes institucionales, es necesario lograr un desarrollo completo de la Policía Comunitaria en Bogotá, para esto se necesita en primer lugar que sea implementada como un modelo y no como un simple programa. Además se requiere superar los problemas organizacionales de la institución como la descentralización del mando, la organización de tipo militar y el rechazo de algunos sectores del cuerpo policial al modelo de Policía Comunitaria.



En este sentido es muy valiosa la experiencia de la Policía de Proximidad de Barcelona España, que a pesar de contar con problemas similares en sus inicios a logrado consolidar el modelo en toda la institución, como un primer nivel de actuación, información y gestión de la guardia urbana de Barcelona, se ha convertido en un interlocutor directo del Ayuntamiento con los ciudadanos y las asociaciones y entidades de barrio. Se trabaja entonces por medio de un modelo integral en el que la Policía de Proximidad responde a las necesidades de la comunidad y resuelve todos los problemas menores de delitos y convivencia. Cuando se presentan problemas con delitos mayores, bandas organizadas, problemas de orden público, etc., la Guardia Urbana cuenta con unidades elite especializadas en contrarrestar cualquier manifestación anómala de este tipo. (Villaró Camps, 2000).



En este sentido es necesario promover reformas administrativas de la policía a fin de que puedan responder de manera específica a los problemas locales, lo que implica el aumento de la autoridad del jefe local en la generación de planes y programas propios, independientes de la estructura central. También deberían contar con la autonomía funcional suficiente para fomentar la creatividad de los oficiales de fila en el diseño de respuestas policiales.



De igual forma se debe ampliar los instrumentos y mecanismos de evaluación de gestión en orden a aquellos indicadores que midan la evaluación que la población hace de sus policías y que no se reflejan necesariamente en los tradicionales indicadores y estadísticas criminales.



Así mismo, debe fomentarse la capacitación de efectivos en materias diversas, procurando una mayor preparación en el manejo de relaciones humanas, de manera tal que se pueda prestar un servicio eficiente de mediador entre las necesidades de la comunidad y las instituciones encargadas de satisfacerlas. Esta potenciación del capital humano, implica un mejoramiento progresivo de las condiciones económicas de los oficiales de rangos inferiores y de la policía en su conjunto.

Es fundamental la incorporación de civiles a la gestión y evaluación del trabajo policial. Sea a través de comisiones especiales de control disciplinario, o bien por medio de comisiones consultivas creadas a partir de la interacción y el diálogo permanente entre la policía y la sociedad.



Modelos Internacionales De Policía Comunitaria



Modelo Policía de Proximidad Barcelona 



El modelo policial de la ciudad de Barcelona ha sido implementado con el propósito de alcanzar los siguientes objetivos: de dar respuesta a las demandas y preocupaciones de sus ciudadanos, proteger y mejorar las condiciones y los factores de la calidad de vida de los entornos concretos, evitar cualquier tipo de degradación física y de convivencia ciudadana en los barrios, auxiliar a los vecinos y personas que trabajan en los barrios para prevenir el delito, y dimensionar al agente de la Guardia Urbana como un agente de integración social. (Villaró Camps, 2000).



Este programa fija como sus principios de desarrollo, la proximidad al ciudadano, la descentralización de los servicios, la individualización de las acciones, la personalización de tareas, la autonomía de las unidades inferiores, la subsidiariedad en la intervención, la corresponsabilidad de los miembros, el máximo aprovechamiento de efectivos y el seguimiento y control exhaustivo. (Ávila, 1999).



Con base en los objetivos planteados y pretendiendo dar oportuna respuesta a las demandas del Estado y de los ciudadanos, se acomodó la estructura policial en dos modelos diferentes:



El Modelo Supraterritorial:  en este modelo prima la especialidad, está integrado por órganos de ámbito nacional, representados por las Comisarías Generales, de ámbito Provincial como son las Brigadas Operativas Provinciales y los Módulos Operativos de Especialidad (MOE) en el ámbito local, que se ocupan de las infracciones supranacionales y de la delincuencia sofisticada y organizada.



		      

El Modelo Territorial o de Proximidad: este modelo esta integrado por la Comisarías Provinciales, Locales y de Distrito, se ocupa de la delincuencia que más preocupa a los ciudadanos y por medio de este modelo sé amplia el concepto de Policía de Proximidad, más allá del campo preventivo hasta alcanzar el nivel investigativo y el técnico, dando especial relevancia a los contactos ciudadanos y al seguimiento y atención a los perjudicados.



La Policía Preventiva de Proximidad (PPP) constituye la primera malla dentro de la estructura de funcionamiento, esta integrada por policías de Proximidad quienes cumplen con funciones esencialmente proactivas, de prevención de la delincuencia y recolección de información mediante la relación con los ciudadanos, las relaciones y contactos con asociaciones y colectivos ciudadanos y la formulación de denuncias.



La Policía de Investigación de Proximidad (PIP) realiza la investigación de las infracciones penales dentro del sector asignado, que permite dar respuesta eficaz a los hechos criminales cometidos en su sector, excepto a los que correspondan a las Unidades Superiores.



La Policía Técnica de Proximidad (PTP) es un complemento a la prevención e investigación que realizan los anteriores equipos, su actuación es técnica y científica de Proximidad, con formación especial en inspecciones Oculares Técnico Policiales, con la misión especifica de apoyar la investigación y realización de todas las inspecciones oculares que procedan en las infracciones que se cometan es su sector.



Modelo “Nueva Policía” De New York



A partir de 1994 el departamento de Policía de New York implementó una serie de estrategias para el control del crimen y los problemas de calidad de vida. Estas estrategias fueron publicadas y distribuidas a la ciudadanía como panfletos informativos que anunciaban el control a las armas de fuego, la violencia juvenil, la violencia domestica y las relaciones entre la Policía y la comunidad a través de agendas sobre delincuencia y calidad de vida.



Por medio de estas estrategias se traza el curso que el departamento sigue para reducir el crimen y mejorar la calidad de vida de los residentes de la ciudad y de los visitantes. Cada una de las estrategias fue desarrollada con base en el análisis de la magnitud y dimensión de los problemas a los cuales se dirigen.

Estas estrategias han sido construidas para que los comandantes de patrullaje tengan la flexibilidad necesaria para responder eficazmente, sin perjudicar las metas, objetivos y métodos aprobados. (Safir, 1999).



Por medio del decomiso de armas de fuego en las calles de la ciudad, los oficiales en el ámbito local pueden alcanzar a identificar con certeza a los criminales que poseen armas de fuego, para ser aprehendidos y arrestados.



Reduciendo la violencia juvenil en las escuelas y en las calles, se asegura que cada niño tenga la oportunidad de crecer en un ambiente que sea libre del miedo y pueda recibir una educación en un ambiente libre de violencia y desorden.�



Por medio de la Política de Cero Tolerancia, se conduce a los traficantes de drogas fuera de la ciudad, interviniendo la conexión entre él trafico de drogas y otros tipos de crimen, involucrando a los oficiales en la lucha contra las drogas.



Para romper el ciclo de violencia doméstica, se creó un sistema de detección temprana para la violencia doméstica, que permite a los oficiales trazar la historia familiar identificando los abusos crónicos para intervenir proactivamente. De igual forma se incrementó el personal y recursos para luchar contra este problema social.

Con el objetivo de combatir el desorden en la ciudad, se creo el programa Reclamando los Espacios Públicos, basados en la estrategia de la Teoría de la Ventana Rota, según la cual cuando se desatienden las formas menores del desorden público ellas son en sí misma conducentes a la criminalidad.



Teniendo en cuenta que  el control del orden publico regresa el sentido de civilidad a la ciudad, se desarrollan tácticas que se manifiestan en la confiscación, el cerrar establecimientos, y el alojamiento temporal de propiedades que son utilizadas para generar desorden publico, tales como la organización de bandas criminales, pandillas, venta de drogas, las carreras ilegales de autos y demás disturbios públicos.



A través de la integridad organizacional en el departamento de Policía de New York, se desarrolla la estrategia proactiva para habilitar, instruir, galvanizar y hacer responsable a todo el personal en todos los niveles de la organización, para poder crear una agencia de integridad la cual es totalmente intocable por la corrupción, la brutalidad y abuso de poder en todos sus rangos.



Con el objetivo de controlar los problemas de congestión vehicular, el problema ambiental, comercial y de calidad de vida, se estableció una división de tráfico responsable de aligerar el flujo de tráfico, reducir los accidentes de peatones y de vehículos.



Las operaciones de trafico son controladas a través de un Traffic Situation Room, en donde se obtiene la información precisa en el momento de incidentes de trafico y otros problemas, estos son recopilados y analizados, para ser posteriormente utilizados en la solución de las áreas mas necesitadas. (Jiménez, 1999).



De igual forma el departamento de Policía inicio el sistema Compstat, para analizar las estadísticas de crimen por medio del uso de computadoras, con el objetivo de establecer los patrones locales del crimen y para presentar estrategias de resolución de patrones del crimen local.

Para 1997, el departamento desarrollo el concepto de Goal Oriented Neighborhood Policing, concentrando sus recursos en aquellas áreas e individuos que contribuyan al crimen, incluyendo los siguientes elementos: (Safir, 1999).



Aumento significativo del número de detectives asignados al equipo de detectives y a las unidades especializadas.

Aumento de oficiales asignados a las unidades elites de plain clothes (oficiales que visten de civil, no uniformados), Unidad de Crimen de las Calles para las áreas de mayores problemas.

Desarrollo de iniciativas para desmantelar las pandillas y negocios criminales.



El éxito del modelo implantado en la ciudad de New York depende de la disponibilidad de la comunidad para colaborar con la Policía en iniciativas de refuerzo de la ley, aportando sugerencias y respaldo a la acción policial.



Para lograr estos objetivos, la Policía de New York ha desarrollado algunos programas e iniciativas que educan al público sobre la Policía, involucrando la participación comunitaria en las agendas de seguridad publica, creando relaciones positivas entre los jóvenes y la Policía, y ofreciendo a la comunidad la oportunidad de trabajar en la resolución de los conflictos comunitarios.





Conclusiones

El programa de Policía Comunitaria en Bogotá es un buen comienzo en la futura implementación de un modelo que puede cambiar sustancialmente la prestación del servicio de seguridad y convivencia ciudadana en la capital, en donde la mejor manera de conservar el orden y reducir los índices de crimen sea logrando que la comunidad tenga la capacidad de hacer cosas por ella misma, compartiendo la responsabilidad de la seguridad con la autoridad.



Los resultados son positivos en algunos aspectos y negativos en otros, pero esto se debe al corto tiempo de aplicación de este programa en la ciudad. Es importante realizar evaluaciones permanentes que permitan solucionar problemas tales como los de comunicación y relación entre la comunidad y las autoridades y la aplicación de estrategias y procesos concretos para reducir los factores generadores de inseguridad.



Por medio de la Policía Comunitaria se privilegian actividades de prevención a partir de la comunidad local o de base, permitiendo orientar el enfoque clásico de la actividad policial, a estrategias que buscan vínculos con la comunidad para satisfacer sus necesidades especificas, convirtiéndose en un inicio a la descentralización de la dirección policial.



La Policía Comunitaria debe entenderse como un modelo que potencia acciones de los funcionarios para abordar un problema de seguridad, analizarlo y compartirlo con la comunidad, de manera que genera respuestas especificas a problemas concretos. De esta forma se obtiene el potencial de la policía orientada hacia la solución de problemas, la cual ofrece un método operacional para transformar la tradicional respuesta policial de carácter represivo, permitiendo solucionar los problemas desde su base y a profundidad.



La inclusión de los planes de Policía Comunitaria al interior de la institución policial requiere de una estrategia decidida de los altos mandos en orden a lograr un compromiso de los niveles operativos con el nuevo enfoque. Este compromiso no se limita sólo a mantener unidades dedicadas a este tema, sino a una iniciativa general y estructural de la institución como un todo. La falta de compromiso institucional de fondo sólo genera la frustración de los funcionarios que trabajan en la óptica comunitaria, los cuales se sienten aislados y excluidos del resto de la institución.

El modelo de la Policía Comunitaria, supone que la institución policial es tan buena como lo son los oficiales que están en las calles, en los barrios, lidiando con los problemas. Y es buena en la medida en que esos funcionarios tienen la capacidad de comprender la realidad, con toda su complejidad, y de articular soluciones también complejas. 



La policía tiene en la calle un conjunto de personas que enfrentan los problemas y todo el resto de la organización lo que hace es apoyarlos. Es como la medicina: la medicina es tan buena como lo son los médicos, quienes son los que identifican los problemas y aplican las soluciones. El resto de la institución policial debe  estar básicamente destinada a apoyar la labor de los agentes. Ya no se trata de un sistema cuyo centro esté en el mando. 



Precisamente, el modelo de policía comunitaria es el que permite redefinir la profesión policial como una actuación  centrada en la capacidad del agente como un articulador individual de problemas.



Bogotá es una gran metrópoli, que ha logrado realizar cambios importantes en aspectos tales como: transporte, vías, educación, salud, administración y por supuesto seguridad y convivencia ciudadana. Pero la construcción de una urbe nunca termina, es necesario seguir desarrollando programas y aplicando modelos como el de Policía Comunitaria, a manera de aporte a la construcción de la ciudad que todos queremos y soñamos.
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�      La efervescencia social y la consolidación del movimiento de los derechos civiles en la década de 1960 puso de manifiesto en todo su dramatismo los conflictos sociales, raciales y de clase al interior de la sociedad estadounidense. En el ámbito policial se produjo un fuerte cuestionamiento, que sigue actualmente muy vigente, acerca de la selectividad en el control de la población negra, juvenil y de clase baja. Este ambiente político impulsó a la policía a desarrollar vínculos con las organizaciones de base y con los grupos minoritarios, procurando acercar posiciones y conocer las inquietudes de estos sectores tradicionalmente asociados por la policía a la criminalidad y el desorden.

�      En este sentido la Alcaldía Mayor de Bogotá se encuentra desarrollando propuestas encaminadas a entregar mayor autonomía a los Alcaldes de las localidades para decretar medidas de control de seguridad y convivencia ciudadana.

�      La reforma de la Policía Nacional se inició en 1993, por medio de la promulgación de la Ley 62 de 1993, esta Ley surgió del estudio de dos comisiones consultivas, que orientaron el proceso de reestructuración y modernización de la institución. 

�      Ley 062 de 1993 por medio de la cual se deben mantener las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y asegurar la paz ciudadana, crea el Sistema Nacional de Participación Ciudadana.

�      Los Koban son un puesto policial de barrio que presta su servicio por turnos en una determinada jurisdicción de las zonas urbanas de las ciudades, hace parte integral de la Policía Comunitaria.

�     Commentary: GIULLIANI, Rudolf, Mayor of New York City.



�   Sobre esta diferenciación entre una policía inmunológica tipo americano y una policía profiláctica tipo francés ver Donzelot y Wyvekens  (2002). Esta diferenciación casi biológica ha servido de inspiración para la parte preliminar de este escrito.







�   Incluso se ha institucionalizado un número paralelo al 911 de urgencias, el 311 que toma en cuenta de manera alternativa todas las quejas dando la muy sana impresión que la ciudadanía puede dirigirse a la Policía para algo más que las simples denuncias contra la delincuencia.







�   Haciendo una traducción literal del concepto.







�   Esta estrategia ha sido ampliamente utilizada en Francia en los llamados “barrios sensible” en los suburbios de las grandes urbes como Paris, Lyon, Marsella o Estrasburgo, donde vive una población esencialmente de origen Magrebí pero que tiene nacionalidad francesa de tercera o cuart generación.







�   La Comisión de Auditoría durante los gobiernos conservadores de Margaret Thatcher señalaron el imperativo de una reforma de la Policía dentro del marco de reformas de gestión que estaban siguiendo las instituciones del Estado (Loveday 1999). 







�   En este mismo sentido, el influyente reporte de la Cámara de los Comunes, el Home Affairs Report de 1997 sobre las quejas y reclamos reformó el laberinto de procedimientos engorrosos a los cuales se veían abocados los ciudadanos. 







�     PRP Performance Related Pay







�   Ley 62 de 1993







�   También vale la pena recordar que los Policías de alto rango se formaban en las escuelas militares y pertenecían a un mismo régimen común y penal que los militares.







�   Referirse a Donzelot y Wyvekens , Op.cit.







�   Esta sección del artículo se basa en entrevistas a Oficiales de la Policía colombiana que no se citan para que no se les atribuya o se les haga responsables de opiniones que son propias de este autor.







�   El General Serrano había sido gerente del Proyecto de Reestructuración y Modernización de la Policía lo que posiblemente lo sensibilizó hacia la posibilidad de una reforma gerencial.







�   Es importante resaltar que el equipo era reducido y poco conocido al interior de la Institución.







�   Así sucede por ejemplo en las llamadas Agencias Nacionales de Empleo en el mundo (ANPE - Francia, Job Service - Estados Unidos, o SENA- Colombia) que utilizan la noción de cliente en vez de desempleado.







�   Uno de los patrulleros entrevistados señaló que en una ocasión su esposa quien iba a dar a luz debió cederle la cama en el hospital a la esposa de un coronel que ingresado por urgencias.  Otro de los entrevistados señaló que en alguna ocasión fue trasladado a un pueblo con fuerte presencia guerrillera como castigo por haber detenido a un pariente de un alto oficial en un retén policial.







�   Decreto 2158 de 1997







�   Ver los más recientes hechos de corrupción en Semana. Agosto 11-18 de 2003. ¿Qué pasa en la Policía?. (1110) : 33-35.
















































